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PRESIDEN: Señor Representante Martín Tierno, Presidente y Raúl Olivera (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo D. Abdala, Carlos Coitiño, Álvaro Fernández y Carmelo 
Vidalín. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Oscar Groba. 


INVITADOS: Por ex empleados de AESA, señores Alfonso González y Martín Herrera. 


Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, señores Eduardo Brenta, Ministro; Nelson 
Loustaunau, Subsecretario; Luis Romero, Director Nacional de Trabajo y doctor Juan 
Andrés Roballo, Inspector Nacional de Trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Tierno).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a los señores Alfonso González y Martín Herrera, ex trabajadores de la 
empresa A- Evangelista S.A, quienes nos mandaron una nota donde dicen que fueron despedidos por 
documentación y fotos que presentaron en diferentes ámbitos. Esta Comisión fue uno de ellos. El señor 
Diputado Vidalín hizo circular las fotos que nuestros invitados mandaron en su momento, y hoy los 
recibimos con mucho gusto para que dejen asentada su posición. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Trabajé en AESA en la planta de Ancap como instructor, daba clases de 
cañería, montaje, soportería y herrería; era encargado del taller. Además, cumplía el rol de supervisor, 
dentro del obrador. 


Fui empleado de Ancap y destituido en la dictadura, por lo que conozco algo de la planta. Cuando vimos lo 
que estaba pasando y cómo estaban haciéndose los trabajos empezamos a sacar fotos para que se viera qué 
estaba pasando. Nos dimos cuenta de que no se estaban usando los materiales adecuados para el trabajo, de 
que la gente que habían traído de Argentina no estaba capacitada para desarrollar esos trabajos. Era una mala 
ingeniería. Los materiales que coloca la empresa no son de la calidad correspondiente. 


Por eso, empezamos a sacar fotos para buscar la forma de revertir la situación. Discutimos varias veces con 
altos jerarcas de AESA, hasta que hicimos llegar las fotos a estos ámbitos y, como consecuencia de ello, nos 
despidieron. 


El Jefe de Recursos Humanos de AESA nos preguntó directamente si nos había gustado mostrarles las fotos a 
ustedes y que si teníamos algo para cobrar que lo cobráramos en el Ministerio. Me fui de AESA cobrando 
solo $ 15.000, cuando ganaba US$ 3.000 por mes; no me dieron premio ni nada. Me dijeron que si quería, 
que reclamara. 


Tengo fotos -que ustedes vieron- de la planta, con cosas supuestamente terminadas. Se habrán dado cuenta de 
que este trabajo era para treinta y tres meses, pero llevamos más de cuatro años y no hay nada aprobado por 
Ancap ni nada terminado. Se está volviendo a cortar y a hacer todo de nuevo. 


Supuestamente -no lo puedo asegurar-, el 20 de este mes echan a casi todos los uruguayos, AESA se va a 
Argentina, por la licencia, y cuando vuelva dará quiebra, haciéndose cargo de la obra Astra Argentina, que 
mandará una empresa tercerizada que solo empleará argentinos. Estos son los rumores, que no puedo 
confirmar, pero algo se está viendo, porque no puede ser que la empresa esté echando trabajadores cuando a 
la obra le falta, como mínimo, un año o un año y medio para terminar, trabajando normalmente. 


Basta con que un trabajador se accidente y vaya al Banco de Seguros del Estado para que la empresa lo eche, 
y eso lo prohíbe la ley uruguaya. Es decir, la empresa está haciendo lo que quiere en la planta y nadie le dice 
nada. 


Yo no acuso a Ancap; estoy seguro de que a la cúpula de Ancap no le llegan estas noticias. Siempre digo que 
todo Gobierno es como una pirámide: el que está encima de todo es el último en enterarse. Los responsables 
son los mandos medios de Ancap; eso es lo que pienso. 


Sin embargo, como cambió el Jefe de la División de Medio Ambiente, Seguridad Industrial y Gestión de 
Calidad de Ancap, ahora se está fiscalizando mucho, pero no hay nada terminado. 


Ahora voy a dejar a la Comisión algunas fotos. Esta foto que les muestro es de parte de la obra de un material 
que ya fue colocado, que supuestamente tendría que ser de acero inoxidable; algunas partes son del horno, 
que tendrá que abrirse porque está contaminado el acero inoxidable, y hay otras de las plataformas, colocadas 
en torres. 


SEÑOR VIDALÍN.- Ya conversamos con los compañeros, fuera de Comisión. 


Creo que se trata de una situación harto delicada, preocupante, de la que nos estuvimos interiorizando con el 
colega, señor Diputado Puig. 


Como en la sesión de mañana nos visita Ancap, sería una buena oportunidad para que este tema forme parte 
de la agenda y podamos actuar en consecuencia. 


Preocupa mucho la situación de los trabajadores uruguayos sustituidos por trabajadores argentinos y la 
calidad de los materiales que se están utilizando, a pesar de la muy buena voluntad que ponen los obreros que 


desempeñan esta tarea. 


Indudablemente, esta Comisión de Legislación del Trabajo se va a ocupar de este tema. 


Por eso, sugiero que cuando en el día de mañana recibamos a Ancap incluyamos esta situación en la agenda. 


SEÑOR COITIÑO.- En realidad, lo que tenemos son incógnitas. Algunas preguntas no se las haríamos 
a ustedes, sino a la empresa o a Ancap. 


No tenemos claro de qué se trata. Por ejemplo, si el contrato de la empresa es el resultado de una licitación o 
si es simplemente una de las formas de tercerización de servicios que existen y, entonces, hay dos actores: la 
empresa que desarrolla la actividad y sus trabajadores, y quien los contrata. No tenemos ninguno de esos 
elementos. 


Cuando nuestros visitantes entregaron a la Comisión las fotos, sin duda, quedamos preocupados e 
impactados, y motivaron nuestra necesidad de conversar con la dirección de Ancap, porque quedó muy claro 
que algo no anda bien. 


Creo que con la mayor rapidez tenemos que complementar la información que nos aportan nuestros visitantes 
y, después, la Comisión tendrá que decidir qué puede hacer para que aberraciones de este tipo no se reiteren. 


Esto es lo que podemos adelantar, y tengan la tranquilidad de que esta Comisión investigará a fondo el tema, 
de donde surgirán las responsabilidades del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formular dos preguntas, cuya respuesta tendremos en cuenta cuando 
nos visite el Directorio de Ancap en el día de mañana, que viene por otros temas, pero incluiremos en la 
agenda esta situación. 


Quiero saber cuántos despidos hubo y si ustedes han tomado contacto con la Untmra, que es el sindicato que 
defiende a los trabajadores de la industria del metal. 


SEÑOR GONZÁLEZ..- Sí, el Sunca- Untmra. 


Hay muchos involucrados. Llegó un momento en el que no me permitían entrar a la planta, y si lo hacía 
siempre alguien iba cerca de mí para que no entrara con cámara de fotos. 


Tanto el compañero Herrera como yo, que estábamos en capacitación, teníamos mucho contacto con altas 
jerarquías de AESA, y muchas veces discutimos por los trabajos que se hacían en la planta. 


El sindicato sí está en conocimiento de esto, pero en mi caso no puede hacer nada porque yo soy supervisor. 
En el caso del compañero Martín Herrera tampoco puede hacer mucho; hace muy poco tiempo hicieron una 
reunión porque echaban a una cantidad de uruguayos -no sé si esto se sabe en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, llegaron a un acuerdo y pusieron una cláusula, que tal vez el sindicato no percibió, que dice 
que a igual categoría se va antes un argentino. Pero da la casualidad de que en la categoría del compañero no 
quedaba ningún argentino. Quedaban solo dos y el Jefe de Recursos Humanos le dijo: "Bueno, no hay ningún 
cambio: lo saco a él y también a los dos argentinos". Echó a los dos argentinos para no hacer un cambio con 
él. Es decir que esto se hizo directamente con nosotros, que fuimos los promotores de todo esto. 


Nos echaron abusivamente y la capacitación no terminó, sino que sigue en enero, y nosotros fuimos tomados 
exclusivamente para eso. Yo fui tomado exclusivamente para encargarme del taller de capacitación y dar 
clases. Yo daba clases de cuatro oficios diferentes y también me hacía cargo -cuando no había quién lo 
hiciera- de dar el taller de soldadura. Fui quien tomó los exámenes a todos los argentinos y uruguayos que 
entraron. Es decir que nos echaron exclusivamente por eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos fueron los despedidos? 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Nosotros dos por esto y muchos más en los cortes, a quienes no les dijeron que 
era por este motivo. Se despidió a gente de categoría 15, súper especializada, que también chillaba por 
lo que estaba pasando; se oponía a hacer lo que le mandaban y simplemente la sacaban. Lo que pasa es 
que a nosotros el Jefe de Recursos Humanos, Fabio Dávila, nos dijo directamente que nos echaban por 
eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia y lo que nos han comentado. En la sesión de 
mañana tendremos la posibilidad de comunicar al Directorio de Ancap lo que ustedes han denunciado, 
que no solo es grave por el despido de trabajadores, sino por la función que cumplían y lo importante 
que es para el país la planta regasificadora. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quiero acotar que en mi caso personal tanto me da volver al trabajo como no 
hacerlo. Eso no me interesa: lo que me importa es lo que están haciendo, porque Ancap es de todos y 
nosotros somos quienes vamos a pagar esto a través de impuestos, etcétera, y si llega a pasar algo en 
Ancap, de Montevideo no queda nada. Dios nos libre y guarde, pero de haber una explosión en Ancap 
generaría un cráter de seis kilómetros de diámetro. Eso se lo pueden preguntar a cualquier ingeniero, y 
la verdad es que las cosas que están haciendo son muy graves. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por la visita. 


(Se retira de Sala la delegación de ex empleados de Aesa) 


Creo que tendremos que hacer una sesión extraordinaria la próxima semana, porque nos quedan algunos 
temas y debemos recibir algunas delegaciones que lo han solicitado. 


Hemos recibido una nota de la empresa de servicios de limpieza que trabaja en el Palacio Legislativo, cuyo 
dueño quiere ser recibido por la Comisión. Yo no estuve presente en las sesiones en que se trató este tema, 
pero sé lo que sucedió; creo que fue invitada la Comisión Administrativa, que ya concurrió. Si hay acuerdo, 
lo recibimos, pero debemos resolverlo. 


SEÑOR VIDALÍN.- En lo personal, estoy de acuerdo en recibirlo, porque en algún momento me quedó 
la duda en cuanto a si las actuaciones habían sido totalmente correctas. Siempre hemos recibido a las 
dos partes, y acá nosotros nos conmovemos de verdad por la injusticia de la situación y omitimos 
invitar a la empresa. Por eso, de la misma manera que elevamos la versión taquigráfica de lo que 
manifestaron los obreros, creo que sería importante escuchar lo que dice el empresario y también 
elevarlo a la Comisión Administrativa del Poder Legislativo. 


SEÑOR COITIÑO.- Nos tocó participar en este proceso, ya que fuimos los que propusimos las 
instancias que se desarrollaron. Naturalmente, tratándose de un problema que convive con nosotros 
diariamente sin ninguna duda que la convocatoria a la Comisión Administrativa es un elemento 
informativo. 


En segundo lugar, la solicitud de convocar a una delegación de trabajadoras fue la respuesta a un pedido. Por 
lo tanto, no tenemos ningún inconveniente en que concurra quien, en todo caso, es el objeto de las denuncias 
realizadas. De todos modos, quiero aclarar -como lo hicimos en su momento- que estamos teniendo un 
problema importante en materia de tercerizaciones del Estado, y la Ley_N” 18.251, que corrigió la ley original 
en materia de tercerizaciones, traslada la responsabilidad subsidiaria por solidaria, por lo cual, desde nuestro 
punto de vista, el procedimiento fue el adecuado. No obstante, esta Comisión nunca ha cerrado la posibilidad 
de que alguien planteara un tema. El asunto tiene aspectos que se relacionan con la vinculación laboral de la 
empresa Larrosa con las trabajadoras y, por otra parte, el contrato vence el próximo 1” de febrero, lo que 
implica que la Comisión Administrativa tome posición en cuanto a su renovación o no. Pero no es solo eso, 
sino la situación laboral de setenta u ochenta trabajadores lo que nos importa y a esta Comisión mucho más. 


Reitero que no tenemos inconveniente en que la empresa sea recibida a raíz del pedido realizado, pero vamos 
a seguir haciendo algunos planteos con relación a este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deberíamos considerar la posibilidad de realizar una sesión extraordinaria. 
El día 18 o 19 de diciembre tendremos sesión extraordinaria de la Cámara, pero aún no sabemos el 
horario, por lo que fijaremos una hora para que sesiones la Comisión y luego la confirmaremos. Si les 
parece, podemos fijar una sesión para el miércoles 19, a la hora 10, y si la sesión de Cámara es de 
mañana la podemos cambiar para la tarde. Allí recibiríamos al dueño de la empresa Larrosa. 


A la vez, el gremio no docente de la Dirección Nacional de Deporte solicitó ser recibido y presentó una nota. 
En este caso, informan que quedarían sin contrato ocho médicos especialistas de esa Dirección. Tal vez 
podríamos coordinar para recibirlos en esa misma sesión extraordinaria. 


Asimismo, Foica pidió ser recibida por una problemática que se está viviendo en el frigorífico de Tarariras, 
del Grupo Marfrig, y también podríamos recibirlos el día 19. 


La Comisión pasa a intermedio a hasta la hora 10 para recibir al señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social. 


(Es la hora 9 y 35) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 10 y 5) 


Es un gusto para la Comisión de Legislación del Trabajo dar la bienvenida al Ministro y al Subsecretario 
de Trabajo y Seguridad Social, señores Eduardo Brenta y Nelson Loustaunau, y al Director Nacional de 
Trabajo, señor Luis Romero. 


Les hemos enviado la versión taquigráfica de sesiones en que nos han visitado diferentes delegaciones, por lo 
que la temática a considerar es variada y amplia. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera recordar -supongo que esto le consta al señor Ministro y a la Mesa- que 
hemos planteado, conjuntamente con el Diputado Vidalín, la posibilidad de hacer una consulta de 
carácter general al Ministro relacionada con la política salarial. Se ha distribuido una nota en ese 
sentido. Digo esto para que el señor Ministro pueda programar sus intervenciones en función de eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente: la nota le fue enviada al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Saludos a todos y agradezco la 
invitación. Para nosotros siempre es un gusto comparecer en este ámbito. 


Nos ha llegado una cantidad de versiones taquigráficas referentes a situaciones puntuales y, en particular, 
quisiera comenzar por algo que creo que nos interesa a todos -en las últimas semanas hemos enviado un 
proyecto de ley en ese sentido, que creo que radica en esta Comisión- referido al empleo juvenil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, esa iniciativa del Poder Ejecutivo ingresó a esta Comisión en el 
día de hoy. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Como se recordará, el año pasado, en 
el marco del Diálogo Nacional por el Empleo se generaron diversos debates, y el primer tema en ser 
abordado fue el de los jóvenes. En esa oportunidad participaron organizaciones políticas y sociales de 
todo signo y hubo un conjunto de conclusiones comunes a todos. El dato más relevante fue que, estando 
Uruguay en los niveles de desempleo en que se encuentra hoy -prácticamente con la tasa más baja de 
toda su historia, desde que hay registro, los jóvenes, particularmente mujeres de baja calificación y en 
general jefas de hogar con hijos a cargo, son quienes tienen más dificultad para ingresar al mercado de 
trabajo. 


En virtud de esto se conformó un equipo de trabajo con nuestra Unidad de Empleo Juvenil de la Dirección 
Nacional de Empleo y con el Instituto Nacional de la Juventud, que trabajó en diálogo permanente con las 
organizaciones empresariales y sindicales, concluyendo en este proyecto de ley. No sé si la iniciativa ya ha 
sido repartida, pero básicamente tiene una exposición de motivos que hace al diagnóstico de la situación, 
donde se ponen cifras a los conceptos que he vertido con relación al porcentaje de desempleo entre los 
jóvenes -que es prácticamente el triple de la tasa promedio- y, además, se plantean algunos mecanismos que 
entendemos muy importantes para compatibilizar educación y empleo. Algunas de estas experiencias surgen 
del programa "Yo Estudio y Trabajo", impulsado por el Poder Ejecutivo en conjunto con las empresas 


públicas, al que también han comenzado a sumarse empresas privadas y personas públicas no estatales, en 
diversas modalidades. Este programa tenía como objetivo permitir, a través de una carga horaria menor, que 
los jóvenes hicieran su primera experiencia laboral en pasantías en las empresas públicas y que, al mismo 
tiempo, no abandonaran sus estudios. Precisamente esa era la condición, por lo que quien abandonara sus 
estudios caería del programa. 


Ha habido un resultado del orden del 95% de sostenimiento del programa por parte de los jóvenes, y vale la 
pena decir que hay un 5% que ni siquiera llegó a ingresar -en general universitarios- porque, aun con una 
carga horaria de cuatro horas diarias, no pudieron compatibilizar la jornada de trabajo con el estudio. De 
todas formas, creemos que ese 95% representa una cifra exitosa. 


Por este proyecto, que promueve el trabajo decente entre los jóvenes, en la medida que incluye cobertura de 
seguridad social y reconoce un conjunto de derechos, se establece una serie de modalidades contractuales, 
aplicables al sector privado -indicádose cuáles son los organismos públicos competentes para su 
otorgamiento y promoción-, y se ofrece una serie de estímulos a los empleadores para la contratación de 
jóvenes a través de subsidios y de la utilización gratuita del mecanismo de selección y seguimiento ofrecido 
por el Estado. Aquí entra a jugar el rol de los centros públicos de empleo como elemento que puede colaborar 
a proveer jóvenes con determinado perfil, a fin de colaborar con el trabajo de cada una de las empresas que 
quieran contratar jóvenes pero, naturalmente, en función de sus características propias. 


Asimismo, se propende a la difusión de la participación de las empresas en los programas. Es algo así como 
una especie de sello que identifica a las empresas partícipes del Programa de Empleo Juvenil. En fin, hay 
otros instrumentos como los contratos de primera experiencia laboral, de práctica laboral para egresados y de 
trabajo protegido joven. Cuando tengan la oportunidad de analizar el proyecto de ley, los señores Diputados 
verán que existen aspectos concretos en términos de promoción de la primera experiencia laboral en materia 
de subsidios a las empresas que contraten bajo estas modalidades. 


Yo diría que se trata de un proyecto relativamente complejo en términos de la determinación de las 
posibilidades. En definitiva, al tratarse de una realidad compleja, la respuesta legislativa que debe darse ante 
esta problemática naturalmente también lo es, porque son diversos los colectivos de jóvenes que tienen 
dificultades en este sentido. 


Asimismo, se establecen mecanismos de promoción y acciones afirmativas con relación a colectivos que aún 
hoy son notoriamente discriminados en el mercado de trabajo. En ese sentido, los señores Diputados han 
aprobado una ley referente a los afrodescendientes. Aquí se incluyen otros colectivos y se establecen 
claramente los términos, plazos y demás contenidos que deben tener los distintos contratos que se sugieren. A 
su vez, se determinan mecanismos de subsidio, por ejemplo por la reducción de horario por estudio. Aquellas 
empresas que accedan a reducir la carga horaria del joven tendrán un subsidio compensatorio a los efectos de 
contratar a otra persona o de cubrir de alguna manera este aspecto. 


Como ustedes saben, el financiamiento de este proyecto de ley ha quedado a cargo del Instituto Nacional de 
Empleo y Formación Profesional a partir del análisis que se hizo en el proceso de Rendición de Cuentas en 
esta misma Cámara y, por tanto, los recursos están disponibles. Quiere decir que, teniendo los recursos 
disponibles, necesitamos de la herramienta legal que nos permita llevar adelante este proyecto. 


Quedamos a las órdenes por si la Comisión quisiera hacer algún análisis particular sobre el proyecto o por 
cualquier duda que surja de aquí al momento en que la iniciativa se considere en una sesión de Cámara. No 
sé si este año habrá sesiones luego del inicio del período de receso, como sucede habitualmente. Por tanto, si 
la Comisión entiende que debiera haber una nueva instancia de aquí a fin de año, para aclarar inquietudes o 
recoger iniciativas respecto a este proyecto, obviamente estaremos a las órdenes para comparecer 
nuevamente y evacuar las dudas que se presenten. 


En cuanto a la consulta de los señores Diputados Abdala y Vidalín con respecto a eventuales modificaciones 
en los aspectos que tienen que ver con la negociación colectiva, vale la pena aclarar que a nuestro entender 
no existe ninguna modificación en los lineamientos que el Poder Ejecutivo ha puesto a consideración sobre la 
Mesa en la ronda de negociación, en este segundo semestre, que incluyó a unos cuarenta y dos grupos. Los 
criterios básicamente tenían que ver con establecer convenios a tres años, así como cláusulas de salvaguarda, 
atendiendo una importante situación de incertidumbre desde el punto de vista económico, sobre todo a nivel 
internacional, incluyéndose la posibilidad de tomar componentes de incremento del salario variable, tanto 


asociados a la evolución macro del Producto Bruto Interno como componentes sectoriales para tratar de 
contemplar la evolución global de la economía y las realidades de carácter sectorial, estableciendo tres 
niveles de sectores en términos generales. En esto no hay matemática pura. Los tres niveles implicaban 
considerar sectores con un buen desempeño económico, sectores con un desempeño económico complicado - 
claramente, sectores exportadores, cuyo destino en la exportación es Europa, que se están viendo afectados, 
como por ejemplo el de las curtiembres, ya que buena parte de su producción tenía como destino la industria 
automovilística europea de alto nivel- y sectores intermedios. 


En términos generales -hace pocos días hicimos una presentación sobre esto que les podemos dejar-, todos 
los convenios, a excepción de un 5% que incluían cláusulas que permitían su renovación por un año -en 
algunos casos se establece en el propio convenio que puede ser renovado por un año por acuerdo de las 
partes-, han sido firmados a tres años, con diversas cláusulas de salvaguarda que fueron negociadas por las 
partes a su leal saber y entender, y con incrementos salariales que en términos generales han estado ajustados 
a estos lineamientos con diversas variantes. 


Entiendo que la pregunta que ustedes realizan tiene que ver con la situación planteada en el sector de la 
bebida, donde, primero, se desarrolló una larga negociación de carácter bipartito -lo que es legítimo- y, 
posteriormente, cuando este planteo se hizo ante el Consejo de Salarios, se transformó en una negociación 
tripartita y el Poder Ejecutivo expuso cuáles eran, a su entender, los lineamientos que debían llevarse 
adelante. En ese sentido, expresamos exactamente los mismos lineamientos. Olvidé incluir que otro de los 
lineamientos era adoptar un criterio de inflación esperada, tomando como referencia la práctica habitual de la 
gran mayoría de los convenios, que es considerar el centro de la banda de las expectativas que establece el 
Banco Central del Uruguay y un correctivo al final del período -que en algunos casos es semestral y, en otros, 
anual- que garantiza que no haya pérdida de salario real. En este caso, el convenio planteado determinaba una 
inflación esperada que superaba el rango establecido por el BCU y, al mismo tiempo, proponía un incremento 
de salarios por encima de los parámetros, pero sobre todo había que tener en cuenta que esto se generaba en 
un sector que está en una situación de caída desde el punto de vista de los indicadores de productividad. 


Frente a esto, el Poder Ejecutivo expuso su opinión contraria al contenido del convenio, situación que pudo 
haberse resuelto por la vía de la votación, si las partes así lo hubiesen deseado. Sin embargo, resolvieron 
reabrir el debate en el ámbito del Consejo de Salarios y, en esa discusión, el Poder Ejecutivo reiteró los 
mismos criterios que planteó en otros ámbitos. Por eso digo que no hay cambio de política. Sí hubo 
consideraciones relativas al sector que fueron interpretadas de diversas formas. El sector tiene una protección 
planteada, fundamentalmente en términos de protección ambiental, por el lado de los envases retornables. Lo 
que se planteó en alguna oportunidad fue que si el sector estaba en condiciones de otorgar esta clase de 
incrementos, que no se asociaban a ningún criterio de evolución de la productividad del sector, parecía no ser 
congruente la permanencia de un subsidio que pagamos todos los uruguayos. 


Naturalmente, esto motivó un debate. No me voy a referir al debate público, porque me parece que no tenía 
contenido. El contenido de la discusión es este que estamos planteando aquí: ¿puede efectivamente un sector 
que en algunas de esas áreas es prácticamente monopólico establecer determinado tipo de incremento que 
luego traslada íntegramente a precios y, por lo tanto, contribuye a promover un proceso que termina haciendo 
recaer el incremento salarial en el conjunto de la población? Esto originó una discusión. En principio los 
trabajadores aceptaron colocar la inflación en el rango establecido. Hay una serie de partidas que las partes 
resolvieron otorgar. La primera de ellas será donada a distintas instituciones. Naturalmente, estas partidas 
tendrán los tributos que tiene cualquier partida, como corresponde. Asimismo, se acordó incluir una cláusula 
en la negociación tripartita, pero particularmente en la negociación con las empresas, donde estas, en virtud 
de esta situación particular, asumían como tales el no traslado a precios del componente salarial, aunque por 
supuesto que no el resto de otros insumos que puedan influir en el precio. 


En nuestra opinión, el resultado de esta negociación es positivo para la sociedad, porque las empresas 
otorgaron un incremento salarial, pero lo hicieron a su costo, dado que comprendieron que no debían 
trasladar al conjunto de los usuarios, de la población, este incremento que no se justificaba por un 
crecimiento de la productividad del sector. 


Esta situación se ha planteado en otros ámbitos. Lo que no es demasiado habitual -más allá de que suceda en 
algunos sectores- es que se llegue al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con un convenio, a los efectos 
de que este simplemente lo avale. Entendemos que, en el marco de la Ley N* 18.566, el Poder Ejecutivo es 


un actor de la negociación colectiva y, por lo tanto, tiene todo el derecho de plantear y proponer los cambios 
que entienda adecuados en función de los lineamientos generales de la política económica, porque esto no es 
ajeno, sino que es algo que hacemos permanentemente en todos los sectores, con mucho menos difusión 
pública que en este caso. Los resultados de esta ronda indican que los lineamientos del Poder Ejecutivo han 
sido comprendidos por las partes, con matices, con diferencias, como es lógico en una negociación tripartita; 
así debe ser. El Poder Ejecutivo no ha impuesto nada, porque no tiene mecanismos legales para hacerlo. 
Tiene un voto en tres, pero sí cuenta con las potestades que le otorgan la ley y la Constitución para llevar 
adelante la política económica que mejor entienda. Inevitablemente, aquí hay un caso a caso, porque no es lo 
mismo analizar esta situación en un sector donde hay trescientas empresas que elaboran productos de 
características similares que en uno donde todos sabemos que existe un nivel altísimo de concentración, 
básicamente en una empresa en algún producto y en dos empresas en otros. Por lo tanto, en este caso, un 
acuerdo de traslado a precios tiene resultados que no tendría en una situación de competencia mucho más 
abierta. 


De todas maneras, reitero que creemos que el resultado es positivo porque para los trabajadores, en términos 
generales, es similar al que en su momento habían acordado con las empresas, y para la sociedad es bueno 
porque las empresas no van a trasladar -es el compromiso que asumieron en el convenio- a precios el 
componente salarial de este convenio. 


En resumen, esta es la posición. Por lo tanto, la respuesta es que no ha habido ningún cambio. De hecho, 
hemos actuado de esta manera, por ejemplo, en el sector de las curtiembres, planteando un análisis de la 
situación y haciendo ver que en algunos casos incrementos salariales que no se correspondan con la realidad 
del sector terminan impactando en el empleo, por lo que hemos coincidido con empleadores y trabajadores en 
que lo prioritario es el mantenimiento de los puestos de trabajo, a la espera de que, eventualmente, cambie la 
situación económica internacional. Diría que es la segunda vez que este sector pacta un convenio de 
características similares. Entonces, me parece que ha primado un criterio razonable, donde se conjugan 
objetivos muy importantes para nosotros como mantener el salario real protegido, por fuera de la discusión; 
lograr un promedio de incremento salarial real para el conjunto de los trabajadores que, en términos 
generales, se aproxima al crecimiento que la economía va a tener en el correr del año, y hacer compatible 
esto con niveles de empleo muy bajos. También hay que evaluar aquí que, según nuestro Observatorio del 
Mercado de Trabajo, hoy hay un desplazamiento de casi un 2% entre los laudos y los salarios que realmente 
cobran los trabajadores, dependiendo de las ramas de actividad. En muchos casos, los salarios que se están 
pagando están por encima de los laudos, simplemente por un problema de mercado, ya que hoy existe una 
fuerte disputa entre las empresas por los trabajadores de calificación media hacia arriba y porque hay sectores 
donde los niveles de trabajadores disponibles son muy bajos. Esto sucede, por ejemplo, en el sector 
agropecuario, donde hay un problema serio de mano de obra en general, ya no calificada. Todos estos temas 
necesitan una mirada integral. Por eso hemos hecho un cambio institucional en el Ministerio. El Observatorio 
del Mercado de Trabajo hoy tiene una mirada transversal del Ministerio y participa directamente de las 
negociaciones, colaborando con la Dirección Nacional de Trabajo a los efectos de tener una mirada integral 
de la economía en su conjunto y de cada uno de los sectores en particular, para encontrar soluciones y 
realizar acuerdos que luego no fracasen en la realidad y, sobre todo, no atenten contra el empleo. En un 
mundo en el cual estamos observando niveles de desempleo -principalmente en países europeos, pero 
también en Estados Unidos, que en muchos casos no logran descender sino por el contrario, se constituyen en 
una especie de amenaza permanente sobre los trabajadores, se encuentra Uruguay, que está en el planeta 
Tierra y, por lo tanto, no es ajeno a esta situación. De hecho, se visualizan algunos efectos de la situación 
económica y creemos que es responsabilidad del Poder Ejecutivo otorgar esta información que no 
necesariamente tienen todos los sectores -a veces, ni siquiera los empresariales- respecto a cuál es la realidad. 
Nuestro objetivo es integrar cada vez más a otros organismos del Estado a la negociación colectiva que, de 
hecho, participan como asesores. Por ejemplo, en los grupos de los Consejos de Salarios vinculados al sector 
rural, a esta altura es una práctica habitual que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca participe, 
porque cuenta con el caudal de información más importante. 


Esto daría para una larga discusión. Creo que la negociación colectiva ha venido para quedarse y que será 
cada vez más compleja, porque hemos pasado del quinquenio anterior donde, básicamente, se instaló la 
negociación colectiva con un debate parlamentario muy importante sobre la ley, en la que el objetivo del 
período era la recuperación del salario perdido durante la crisis del año 2002, durante el Gobierno del doctor 
Batlle. De alguna manera, eso se logró en la gran mayoría de los sectores o prácticamente en todos, pero hoy 
hay que pensar en una política salarial hacia el futuro. Naturalmente, cuando uno se plantea tener una 


recuperación determinada y simplemente va definiendo los pasos hacia ese objetivo, no es lo mismo que 
definir una política salarial de aquí para adelante. Creo que hemos discutido con empleadores y trabajadores 
en distintos ámbitos y niveles acerca de la necesidad de mejorar la productividad de la economía uruguaya. 
No me estoy refiriendo exclusivamente al salario ni al trabajo, porque la inflación tiene una amplia variedad 
de componentes. Es más: diría que en la actual coyuntura económica, el salario es uno de los componentes de 
menor incidencia en la inflación. Mucha más incidencia han tenido otros elementos, por ejemplo, el tema 
energético o los productos frescos, que han tenido un impacto muy importante. Tampoco creo que la 
productividad devenga exclusivamente del trabajo, sino que en muchos aspectos hay que discutir los niveles 
de incorporación de nuevas tecnologías, la inversión en investigación y el desarrollo de las empresas como 
un elemento clave. En algunos casos, hay comportamientos distintos cuando las empresas elaboran productos 
trazables o no trazables. Cuando elaboran productos trazables, naturalmente hay una tendencia mucho más 
importante a innovar porque existe una fuerte competencia del exterior. Cuando se produce para un mercado 
interno más protegido, hay una tendencia más natural mantener de parte de las empresas a mantener 
metodologías y tecnologías que, de repente, en otras partes del mundo han sido claramente superadas. 


El debate sobre la productividad es muy complejo, pero me parece que hace a la economía porque, en 
realidad, solo se redistribuye en una economía donde hay riqueza. Por lo tanto, el objetivo de generación de 
riqueza debe ser de todos. 


Me parece que a buena parte de esto se refirieron los planteos que hizo el señor Presidente de la República - 
no sé si tuvieron la oportunidad de escucharlo integralmente- en ocasión de comparecer en una actividad 
convocada por el PIT CNT. Allí se hizo referencia a estos y otros elementos que tienen que ver con la 
inversión pública y demás, pero que son parte de lo que entendemos es un proceso de transformación del 
crecimiento en desarrollo, que es un poco el desafío que Uruguay tiene planteado de aquí en adelante. 


SEÑOR ABDALA.- Como el señor Ministro ha incursionado en este tema ahora -lo ha hecho con toda 
legitimidad y es provechoso que haya sido así, quisiera formular algún comentario de carácter general, 
que pretende justificar el sentido de nuestra inquietud en función de la cual propusimos su inclusión en 
la agenda. Además, nos proponemos hacer un seguimiento de este asunto, porque nos parece que es 
algo importante y que hace a la competencia directa de la Comisión de Legislación del Trabajo. 


Quiero hacer un pequeño paréntesis con relación a la iniciativa sobre el empleo juvenil, porque recibimos el 
material en el día de hoy. Creo que deberíamos aprovechar la propuesta que nos hace el señor Ministro en 
cuanto a volver a comparecer -él o algún otro representante del Ministerio- para analizar el tema con 
detenimiento. Para nosotros sería necesario hacerlo, porque es una norma importante y son muchos artículos. 
No sé qué tiempos maneja en esto la bancada de Gobierno pero, en cualquier caso, me parece que nos 
deberíamos dar una sesión de la Comisión para analizar este tema con detenimiento. 


Volviendo al tema salarial y tratando de ser lo más concreto y específico posible en los comentarios, el señor 
Ministro dice que no hay mayores cambios en la política. Sin embargo, al mismo tiempo habla de una 
política salarial hacia el futuro. Entiendo que, naturalmente, esto es dinámico y sin ninguna duda las 
circunstancias internas e internacionales cambian, así como también existe una evolución del salario, de los 
ingresos y de la realidad de los trabajadores en función de que todos sabemos que a partir del año 2002 se 
produjo una pérdida salarial importantísima por la crisis que vivió el país. 


A partir del año 2005, como aquí se dijo, se reinstalaron los Consejos de Salarios y, sin duda, en esos años en 
el período pasado hubo una recuperación salarial importante con relación a los valores anteriores a la crisis 
de 2002. Eso nadie lo niega pero, sin perjuicio de ello, creo que el caso emblemático del acuerdo salarial que 
se celebró entre trabajadores y empresarios en el sector de la bebida -digo que fue "emblemático" porque, en 
algún sentido, generó una novedad en esta materia- a todos en alguna medida nos sorprendió. Cuando digo 
"todos", me refiero a todos los partidos políticos, porque hubo manifestaciones de actores políticos y de 
colegas nuestros de la propia bancada de Gobierno, en función de la realidad que al respecto se vivía. 
Inclusive, hubo manifestaciones de los propios dirigentes sindicales. Por ejemplo, Richard Read habló de un 
cambio de paradigma. No me estoy afiliando a una afirmación o a la otra, pero lo que sí estoy diciendo es que 
en función de la realidad que se generó, me parece que es muy bueno que pongamos en debate estos temas o, 
por lo menos, bajo análisis y reflexión de todos. 


Hasta ahora lo que todos advertíamos era que, obviamente, se privilegiaba el salario por encima de todo. El 
objetivo era la recuperación salarial, como dije recién, y la política salarial y la negociación colectiva estaban 
totalmente desprendidas de los aspectos de política macroeconómica y, especificamente, del factor inflación. 
A partir de la realidad que se vivió con relación a este acuerdo salarial que, en principio, el Poder Ejecutivo 
objetó -más allá de que finalmente se llegó a una solución-, reitero que a todos nos quedó la sensación de que 
por primera vez el Poder Ejecutivo subordinaba las mejoras salariales o los eventuales acuerdos salariales en 
este sector u en otros, a las consecuencias que eventualmente esos acuerdos pudieran generar sobre aspectos 
de política macroeconómica y, en particular, con relación a las presiones inflacionarias que ese tipo de 
acuerdos o de entendimientos pudiera llegar a generar. Yo creo que el tema es preocupante, no solamente en 
relación al sector de la bebida, sino porque a partir de esa realidad específica y concreta, es natural que todos 
nos planteemos interrogantes sobre lo que vendrá hacia delante en lo que refiere a este asunto. El próximo 
año ya habrá negociación salarial. Hay convenios que están venciendo en sectores muy importantes, como la 
construcción, la industria frigorífica y otros tantos más y, naturalmente, esta realidad que se ha vivido - 
reitero, hasta ahora había sido inédita, más allá de las razones que puedan esgrimirse, a todos nos genera 
dudas razonables o importantes en cuanto a cuáles son los criterios que el Poder Ejecutivo va a seguir hacia 
delante. 


Desde el punto de vista político fue notoria además, la incursión o el protagonismo importante que ganó un 
actor distinto al señor Ministro de Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en toda esta discusión, que fue el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Concretamente, un integrante del equipo económico de Gobierno, el 
economista Andrés Masoller, en toda esta discusión notoriamente asumió un papel relevante. Tan es así que 
se anuncia -esta pregunta se la dejo planteada al señor Ministro- que hacia delante -por lo menos, alguna 
versión periodística reflejó esa alternativa y por eso quiero consultar al señor Ministro- el Ministerio de 
Economía y Finanzas va a participar de manera directa en el seguimiento de la negociación salarial en 
términos generales y particulares y que, concretamente, el economista Masoller ha sido designado como 
delegado del Ministerio de Economía y Finanzas en todos los aspectos que conciernen a la materia salarial. 


Evidentemente, hay signos de la realidad que parecen indicar que las cosas... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Redondee, por favor. 


SEÑOR ABADALA.- Voy a tratar de redondear, señor Presidente, pero es un tema de fondo. Quizás lo 
podamos dejar abierto para seguirlo otro día, pero me parece que es un asunto que se merece un 
análisis profundo de la Comisión de Legislación del Trabajo. Sé que tenemos otros temas, pero reitero 
que a todos esos signos nos generan dudas razonables en cuanto a cuál será el criterio que se sustentará 
hacia delante. En concreto, cuando se planteaban las pautas y los criterios para la negociación salarial, 
la inflación aparecía como una referencia que implicaba, en tal caso, siempre un mínimo por encima 
del cual contemplada esa depreciación producto de la evolución de los precios, se introducían 
correctivos o mejoras, donde el margen de negociación y de acuerdo entre trabajadores y empresarios 
podía llevar los incrementos salariales por encima de esa referencia. Ahora daría la sensación -por lo 
menos, esa sensación quedó de toda esta discusión y todo este intercambio público, bastante estridente 
por momentos, como sin ninguna duda se dio- de que la inflación es también una referencia, pero 
parecería que la tenemos que empezar a advertir como un máximo o como un tope, por encima de la 
cual no pueden pasar los acuerdos salariales porque, en todo caso, allí estaríamos afectando objetivos 
de política macroeconómica. 


Lo que advierto es, en buena medida, un cambio de paradigma, o podría llegar a constituirlo. Esa es la duda 
que a nosotros francamente se nos generó. No quiero prolongar excesivamente este debate porque tenemos 
muchos temas para considerar. Tal vez nos debamos un análisis más a fondo en alguna sesión de la Comisión 
en la que podamos recibir al señor Ministro a los efectos de dedicarnos exclusivamente a este asunto. Creo 
que es un tema que también tenemos que hablar con los trabajadores y empresarios. 


Lo que llama o llamó la atención de este asunto es que se invocaba la inflación como un elemento que debía 
protegerse o, por lo menos, debía intentar precaverse en la alternativa de que el acuerdo salarial pudiera 
presionar la inflación pero, por otro lado -como lo acaba de sostener el señor Ministro, se reconoce que la 
incidencia del salario en la inflación es menor, no es determinante. Algunos han dicho que no superaría el 
20% de la ecuación de los costos, aunque no sé si esa es la cifra correcta. En este caso específico, desde un 
primer momento los empresarios dijeron que no trasladarían a los precios la mejora salarial que estaban en 


condiciones de otorgar. Por otro lado, los trabajadores postulaban la necesidad y conveniencia de que, en tal 
caso, los empresarios resignaran o financiaran el incremento salarial con parte de su utilidad, de sus 
ganancias y de la rentabilidad del negocio. Entonces, allí es donde se plantean algunas faltas de sintonía que a 
nuestro juicio parecen relevantes o consistentes, y que a nosotros francamente nos generan las dudas 
razonables que no han sido solo nuestras y que en esta oportunidad hemos querido trasladar al señor 
Ministro. 


Más allá de que lo que aconteció -en este caso tuvo un final feliz, porque finalmente hubo un acuerdo y una 
solución-, hay que pensar en lo que vendrá por delante en el 2013 y en las instancias futuras con relación a 
este asunto que tiene carácter permanente, porque el mecanismo de negociación salarial está establecido, ha 
llegado para quedarse y, cualquiera sea el resultado electoral de la próxima instancia del año 2014, y 
cualquiera sea el Gobierno que venga, más allá de la discusión histórica que podemos tener sobre estos 
temas, está claro que se ha generado un mecanismo y un sistema de negociación de los salarios y de política 
salarial que difícilmente algún Gobierno vaya a revisar, y que seguramente todos estaremos dispuesto a 
mantener en el futuro. 


SEÑOR COITIÑO.- Quiero hacer un par de consideraciones. 


En primer lugar, voy a referirme al proyecto de ley sobre empleo juvenil. La bancada del Frente Amplio va a 
hacer todos los esfuerzos en ese sentido y esperamos que los integrantes de esta Comisión lo acompañe, de 
manera tal de que antes de que finalice este año podamos por lo menos considerarlo en el plenario de la 
Cámara de Representantes. 


En segundo término, en este aspecto tomamos en cuenta como un elemento integrante del proceso de 
discusión de esta Comisión la presentación del proyecto de ley que el señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social ha hecho en esta oportunidad. Creemos que fue suficientemente extensiva como para comprender su 
contenido, avalarlo y hacer el esfuerzo para que rápidamente podamos concretarlo. 


En tercer lugar, me quiero referir a la posibilidad de modificación de los criterios de la negociación colectiva. 
Queremos dejar constancia de que ese pedido es de carácter individual. No fue tratado en esta Comisión ni 
considerado en ningún momento. Por lo tanto, todos los integrantes de la Comisión tenemos el derecho de 
presentar sus inquietudes, pero en el orden del día de hoy no se estableció de esta manera y lo aceptamos. No 
rehuimos de la discusión. La intervención del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social ha sido 
meridianamente clara. A partir de ello, sin ninguna duda y sin necesidad de que vuelva para proseguir la 
discusión, la bancada del Frente Amplio está en condiciones de procesarla cuando los integrantes de la 
Comisión lo entiendan necesario. 


En ese aspecto, con los elementos recibidos, nos damos por satisfechos en ambos puntos. Nos hubiera 
gustado que algún integrante de esta Comisión hubiese presentado oportunamente este asunto para venir con 
distintas opiniones y no se hiciera este diálogo que casi podríamos catalogarlo de interpelación al señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social, algo que no fue decidido colectivamente por esta Comisión. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero hacer una aclaración, ya que he sido aludido por el señor Diputado 
Coitiño. Supongo que en razón de que él viene en forma intermitente a esta Comisión porque es 
suplente del señor Diputado Puig, seguramente hay algunos antecedentes que no los tomó en cuenta 
porque no los conoce. 


Nosotros dirigimos una nota hace varias semanas a la Comisión que, como es habitual, fue distribuida a todos 
los integrantes, solicitando que este tema se incluyera en la agenda. No conformes con ello, en la sesión 
pasada, en la que estaba presente el señor Diputado Puig -advierto que no lo informó de esto al señor 
Diputado Coitiño, pedimos la palabra para explicar el alcance de nuestra inquietud, es decir, por qué 
pedíamos al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social que concurriera en esta instancia a fin de 
pronunciarse sobre este tema. No se nos ocurre que pudiéramos haber hecho otra cosa. Francamente, me 
parece que en términos de cortesía parlamentaria, agotamos todas las alternativas, oportunidades y formas 
concebibles y posibles para que los señores legisladores supieran qué era lo que nos proponíamos, que es lo 
que ahora está aconteciendo, es decir, que estemos discutiendo con el señor Ministro sobre un tema que es de 
competencia directa de esta Comisión. 


Me parece necesario hacer esta aclaración porque actuamos con absoluta corrección, en el tiempo y en la 
forma necesarios. 


SEÑOR GROBA.- Creo que el tema puntual ya quedó respondido. Como se menciona a algunos 
colegas, queremos aclarar que nosotros no fuimos los que hicimos declaraciones públicas respecto a 
este tema, porque teníamos el convencimiento de que los ajustes iban a ser razonables y que el diálogo 
tripartito -al que siempre apostamos- iba a tener sus consecuencias y que, sin lugar a dudas, surgirían 
acuerdos que significarían la protección del salario de los trabajadores. 


Todos los días, paso a paso, estuvimos monitoreando este tema. No lo hicimos en función de lo que después 
ocurrió y que acaba de explicar el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


Aquí se han manejado consideraciones generales. Saludamos la iniciativa de discutir la evolución de la 
negociación colectiva tanto en el ámbito privado como público. Estamos totalmente de acuerdo con 
monitorear esa evolución del salario de los trabajadores, sobre todo desde la congelación salarial del año 
1968 a la fecha, y las diferentes actitudes que han tenido los distintos sectores políticos que ocuparon la 
Presidencia de aquella época hasta ahora, como así también la incorporación del Ministerio de Economía y 
Finanzas en las negociaciones salariales desde 1985 hasta ahora. 


Cabe señalar que desde 1985 hasta 1990 se pasaron a techos y pautas salariales, sin convocatoria a todos los 
trabajadores de la actividad privada como rurales y domésticos, con una fuerte presencia en la contención del 
Salario Mínimo Nacional, y participación en las pautas económicas de los Ministros de Economía y Finanzas 
de la época respecto a la contención salarial. 


Tampoco fueron prescindentes las políticas económicas y los Ministerios de Economía y Finanzas respecto a 
la decisión de los años noventa en cuanto a no convocar más a los Consejos de Salarios de la actividad 
privada. Las políticas económicas de aquella época no fueron prescindentes para tomar esta decisión y ello 
trajo consecuencias para los trabajadores. 


Estamos preparando un trabajo que lo vamos a presentar en su momento que refiere a las consecuencias que 
trajo la no convocatoria en 1990 a los Consejos de Salarios en los sectores de la vestimenta, marroquinería, 
molineros y en los trabajadores rurales y domésticos, y la involución del Salario Mínimo Nacional de la 
época respecto al conjunto de políticas económicas y sociales aplicadas en aquellos períodos. También 
tenemos estudios desde el año 2005 a la fecha en el mismo sentido, donde podemos observar cómo 
cambiaron los paradigmas. 


Creo que esa discusión general hay que darla porque las cifras que vamos a presentar en su momento 
respecto a estos temas determinan que los trabajadores desde la no convocatoria de los Consejos de Salarios 
hasta ahora, por rama de actividad, hayan perdido salario porque se les quitó la posibilidad de discutir sus 
salarios. Estamos hablando de una cifra millonaria por una mala decisión. No quiero prejuzgar la actitud de 
nadie. Una mala decisión a una no convocatoria de los Consejos de Salarios, por ejemplo, de parte de esta 
rama de actividad, hicieron que fuera una pérdida absoluta para la masa salarial de esos trabajadores. Por lo 
tanto, el fracaso de aquellas políticas económicas y de las negociaciones colectivas en el ámbito privado y del 
público, son temas que nos interesan pero no por revisar políticas anteriores. En realidad, podemos revisar 
políticas anteriores pero pensando en el futuro para saber qué es lo que no se debe hacer más. 


Como dije, con mucho gusto estamos dispuestos a discutir los temas de negociación colectiva de privados y 
públicos, en este ámbito o en el pleno de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR ABDALA.- Los interrogantes que formulamos y los planteos que realizamos están hechos en la 
lógica de que integramos un partido de la oposición y, por lo tanto, es natural y obvio que no solo 
debemos controlar al Gobierno sino que, sobre todo, hacer un seguimiento de las políticas porque es 
nuestra responsabilidad, en este caso, concretamente de las políticas salariales, en función de hechos 
que han sido relevantes. Como dije antes, esta calificación no la hicimos nosotros -tampoco el señor 
Diputado Groba- sino otros señores legisladores del Frente Amplio que los han calificado de relevantes 
y preocupantes. En esa perspectiva, y sobre todo con una vocación constructiva, positiva y de futuro, 
hemos hecho los planteos que realizamos. Ahora bien: si se nos invita a un debate sobre el pasado, 
vamos a ir a él con muchísimo gusto, entre otras cosas porque el pasado nos respalda y mucho. El 


pasado es muy grande. Vamos a entendernos: no es tan lineal como se podría pensar 
esquemáticamente. Reconoce momentos, circunstancias y es dinámico. Nosotros somos responsables de 
un quinquenio que va de 1990 a 1995 donde estamos muy cómodos con relación a las cifras que 
tenemos para exhibir: el salario real aumentó un 27%, los ingresos de los uruguayos un 19%, las 
pasividades en términos reales cerca del 40%. Quiere decir que vamos gustosos a ese debate, y 
podemos hablar de los Consejos de Salarios y demás. Este no era el tema de hoy, pero me parece que es 
un buen ángulo para encarar esta cuestión. Es más: si se quiere empezar ahora en presencia del señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social, sería espectacular. La oportunidad sería inmejorable. 


Reitero que nuestra inquietud tiene que ver con la bebida y con lo que se desprenda hacia delante, pensando 
en el 2013. Quiere decir que la inquietud era menos ambiciosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los voy a invitar a no ingresar a ese debate en el día de hoy. Podemos hacer 
una sesión especial e invitar a los compañeros del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que 
nos acompañen. Hoy tenemos una agenda bastante amplia. A solicitud de los señores Diputados Abdala 
y Vidalín se incorporó lo que el señor Ministro ya respondió claramente. 


SEÑOR GROBA.- En las versiones taquigráficas debe figurar que el señor Diputado preopinante -digo 
así para no aludir- habla de consideraciones generales y puntuales. Como en las consideraciones 
generales ha habido una gravedad tal en materia de relaciones laborales y de negociación tripartita en 
los marcos de los Consejos de Salarios, en ningún ámbito cabe una mención de ese tipo sin que el hecho 
se ponga sobre la mesa. Todos conocemos la historia de la Concertación Nacional Programática en el 
año 1984 en materia salarial en la que participamos hasta los años 1991 y 1992. Acá se manejaron 
cifras, por ejemplo, de 27% de aumento en la actividad privada, pero la verdad es que según los datos 
de la realidad que yo tengo no tienen absolutamente nada que ver con lo que aquí se dijo. Además, en 
algunas áreas económicas de la actividad privada, muy puntual. 


Por lo tanto, no puedo dejar de aclarar este tema porque figuraría en la versión taquigráfica como asumiendo 
que en aquella época, en el área privada, hubo ese aumento que aquí se manejó, en aquel quinquenio, sin 
tener en cuenta ramas de actividades, por ejemplo, la de los trabajadores rurales y los domésticos, ni el 
Salario Mínimo Nacional ni las jubilaciones. 


Yo sé que este es un debate más amplio pero si quieren arrancamos ahora, no hay absolutamente ningún 
problema... 


SEÑOR ABDALA.- ¡Adelante! 


SEÑOR GROBA.-...pero me tienen que dejar pasar el contenedor que tengo en la puerta respecto a los 
perjuicios que hubo en ese período. 


Además, tendríamos que hacer algún intermedio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Estaría encantado de participar en el 
debate si se planteara porque podríamos aportar mucha información. Hemos tratado de jerarquizar 
nuestro Observatorio de Mercado de Trabajo para poder manejar cifras confiables, que muchas 
tenemos acá y vamos a entregar a la Comisión a fin de que se distribuyan. 


Se trata de una presentación que tuvimos oportunidad de mostrar en una reunión en la Asociación de 
Dirigentes de Marketing y en otro lugar. Ambas presentaciones seguramente ayudarán a los contenedores que 
estén esperando en la puerta. 


Me parece importante hacer algunas aclaraciones sobre este hecho puntual, porque ha habido muchas 
versiones de prensa, y como a mi no me gusta matar al mensajero no voy a atribuir intenciones a la prensa. 
Lo cierto es que hubo muchas inexactitudes. 


En primer lugar, como se recordará, en el 2010, cuando se inició la primera ronda en el Consejo de Salarios, 
pero diría que también fue así en 2005, la presentación se hizo conjuntamente con el Ministerio de Economía 
y Finanzas por la simple y sencilla razón de que es impensable la política salarial fuera del marco de la 
política económica. Esto no debe leerse como que la política salarial está subordinada a la política 
económica, sino que es parte de ella. De hecho, como he participado en representación del Poder Ejecutivo 
en distintos grupos que integran otros Ministerios puedo decir que nuestro contacto, fundamentalmente con 
los Ministerios que integran el Gabinete Productivo, es muy intenso a la hora de la negociación salarial, 
porque tenemos que conocer muy a fondo la realidad de cada sector de la industria, del agro, del comercio, 
etcétera, para avanzar. Creo que este es un avance que enriquece la negociación, como lo ha hecho la política 
que ha llevado adelante el Gabinete Productivo, con el liderazgo del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, dirigido a la instalación de los Consejos Sectoriales por Rama de Actividad. Creo que es muy 
importante destacar este hecho, porque los trabajadores participan de las políticas públicas y, por tanto, tienen 
más capacidad para negociar aspectos que no se puede alcanzar desde la órbita estrictamente del trabajo. 


En segundo término, quiero saludar una declaración política que valoro mucho y de la que estoy 
absolutamente convencido. Me alegra coincidir con el señor Diputado Abdala en que la negociación colectiva 
ha venido para quedarse y que se va a quedar cualquiera sea el Gobierno. Creo que donde hay segunda, hay 
tercera, pero en este sentido... 


SEÑOR ABDALA.- Eso lo escuché en otro lado. 
SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Sí, yo también. 


En ese sentido, me parece que es bueno reconocer el aporte de la negociación colectiva, no ya para mejorar 
los salarios, sino para el desarrollo del país. Me parece que deberíamos tener una mirada más integral. En 
efecto, la negociación colectiva no solo ha mejorado los salarios, e indirectamente las jubilaciones, sino que 
ha sido un aporte, desde una mirada más integral, para el desarrollo del país. Creo que hay ramas de actividad 
que han avanzado en función de los acuerdos alcanzados en la negociación colectiva, como así también que 
las cifras que el país hoy puede exhibir con orgullo en materia de reducción de la pobreza y de la indigencia, 
de alguna manera, son consecuencia principal de la política salarial, porque el salario es el ingreso principal 
de las familias. Si bien las políticas sociales han sido muy importantes, el hecho de que hoy tengamos la tasa 
de empleo, de ocupación, más alta de la historia -si no me equivoco, hay aproximadamente 1:500.000 
uruguayos trabajando- habla de un proceso genuino de combate a la pobreza, porque muchos uruguayos que 
lamentablemente antes vivían de apoyos que tuvo que dar el Estado por encontrarse en situaciones de 
emergencia, hoy viven de su trabajo, y me parece que esto es muy importante. 


En tercer lugar, es bueno que se sepa que el sector empresarial nunca hizo declaraciones en el sentido de no 
trasladar a los precios los incrementos salariales ni tampoco sobre el peso que el salario tiene en el sector de 
la bebida. Invito a que se revise la prensa y no se encontrará ninguna declaración de ningún empresario 
afirmando eso. Se encontrarán muchas declaraciones que dicen eso, pero ninguna de los empresarios. 


SEÑOR ABDALA.- Yo no dije eso. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No, y por eso lo digo. Vale la pena 
aclararlo, porque quienes fijan los precios son los empresarios y no los trabajadores. 


Entonces, una cosa es haber escuchado durante la negociación que el peso del salario era ínfimo y que no se 
trasladaría a los precios y otra cosa es que fuera real. De hecho, la última negociación, que felizmente 
terminó con el acuerdo, duró ocho horas y tuvo que ver, básicamente, con el traslado o no del aumento 
salarial a los precios; si hubiera sido tan fácil, la reunión habría durado ocho minutos, o quizás ocho 
segundos. 


En realidad, hubo transmisiones públicas de algunos hechos. Si me dicen que este convenio representa $ 0.8 
y, por ende, su peso es insignificante y no se trasladará a los precios, entonces, me pregunto cuál es el 
problema. Sin embargo, si luego las empresas dicen lo contrario, que ese no es peso del aumento salarial ni el 
impacto sobre el precio de los productos y que no estarían dispuestos, en principio, a no trasladarlo a los 
precios -es decir, que lo van a trasladar-, la negociación cambia totalmente. Eso fue lo que sucedió, y es 


bueno que se sepa, porque de lo contrario no se entendería qué fue lo que discutió el Gobierno: que en un 
sector de baja productividad, casi monopólico en algunas áreas, el impacto del aumento salarial en la 
inflación iba a ser grande. El componente inflacionario siempre ha estado presente en la negociación 
colectiva, porque el 96% de los convenios se basan en un determinado nivel de inflación futura y en 
correctivos posteriores. Es decir, el componente de la inflación siempre ha estado presente en la discusión, 
porque para los trabajadores es muy importante no perder salario. 


En ese sentido, no veo ningún cambio ni habrá ninguna predominancia, y los anuncios que el economista 
Masoller hizo en su momento fueron acordados entre el Presidente de la República y los Ministros de 
Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social. Por lo tanto, en esto no hay más que una política del 
Gobierno que personalmente creo que condujo a poner sobre la mesa temas nuevos. 


Convengamos también en que no estamos en 1985 y que ya no existe homologación de los convenios, 
aspecto muy importante para tener en cuenta y que a veces cuesta hasta expresarlo públicamente. A veces, la 
prensa nos pregunta: "¿Van a homologar tal convenio?" y la homologación no existe más. Conforme a la ley 
vigente de convenios colectivos, el Gobierno pone lineamientos y los discute con los actores sociales con la 
única arma de la razón de sus argumentos y no otros elementos que coaccionen a ningún actor, obviamente, 
tomando las determinaciones que le competen como administrador público. Esto no significa que no exista 
un ámbito de negociación tripartito absolutamente libre y separado de la posibilidad de homologar. 


Recuerdo que en el período 1985- 1990 el objetivo era romper con la pauta del Poder Ejecutivo, y los 
convenios que superaban las pautas, no se homologaban. Eso no existe más. Sí existen argumentos, porque la 
negociación colectiva se basa, precisamente, en la capacidad de convencimiento entre actores. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero hacer dos o tres 
consideraciones preliminares sobre este tema. 


Por supuesto, no estamos en la discusión de fondo, pero, claramente, en derecho comparado existen múltiples 
formas de fijar los salarios mínimos. Uruguay optó por una combinatoria de formas, que fue sancionada en la 
Ley N* 18.566. Una de las formas es el modelo de Consejo de Salarios, que es autóctono, folclórico. La otra 
forma es la negociación colectiva bilateral clásica, la que todo el mundo conoce. 


Cuando se produce la negociación colectiva concretamente de este sector, las partes tenían la absoluta 
libertad, como les indicó el Ministerio, de no traer ese convenio colectivo al ámbito del Consejo de Salarios, 
e inscribirlo como un convenio colectivo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con exactamente los 
mismos efectos que el producido de un Consejo de Salarios, sin que el Gobierno pudiera participar ni decir ni 
mu sobre este tema. Este hecho no se ha relevado ni nadie lo ha apreciado suficientemente. Inclusive -lo digo 
muy modestamente y es mi opinión ZX, tampoco lo apreció suficientemente el sindicato en esa oportunidad, 
que iba a obtener un convenio colectivo con similares características y efectos que un convenio colectivo 
surgido de Consejo de Salarios. Me parece que este hecho no es menor. 


Entonces, la posición de que ese convenio debería enmarcarse dentro de las negociaciones de los Consejos de 
Salarios, de alguna manera, valida el instrumento de los Consejos de Salarios para todos los demás grupos, 
porque la negociación colectiva pura, la clásica de empleador y trabajador, en nuestro país termina tarde o 
temprano siendo perforada "imperius" de los derechos de los trabajadores. Permítaseme decir que si uno 
analiza el crecimiento del salario real de los trabajadores desde 1985 a 1990, donde se reinstalaron los 
Consejos de Salarios, se apreciará un crecimiento sustancial de los salarios reales, del poder de compra de los 
trabajadores. Sin embargo, si analizamos desde 1991 hasta 2005, en ese extenso tiempo, en algunos sectores, 
el salario real se depreció hasta un 56% porque, como todos sabemos, no existen organizaciones sindicales lo 
suficientemente fuertes sin la protección del Estado como para tener una negociación colectiva auténtica. 
Muchas veces esa negociación colectiva contaba con que uno de los sujetos necesariamente era bastardeado, 
limitado en el ejercicio de sus derechos. Por eso es que se hace necesario un sistema de protección de fijación 
de salarios, que es la política del Consejo de Salarios que promovieron los dos últimos Gobiernos, y si uno se 
proyecta en el tiempo a las tres épocas en las que funcionaron los Consejos de Salarios se ha apuntado 
exactamente a lo mismo. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Sí, pero si me deja terminar 
con mi razonamiento. 


SEÑOR ABDALA.- Quería hacer una precisión sobre lo que dijo. Pero intervendré cuando el señor 
Subsecretario lo disponga. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El segundo aspecto que no me 
parece menor en esta apreciación es que, en consecuencia, las partes tenían la facultad de acordar un 
convenio colectivo fuera de los Consejos de Salarios e, inclusive, como dijo el señor Ministro, si se 
hubiera dado una votación en el Consejo de Salarios el convenio podría ser aprobado por mayoría, 
cosa que antes de la reforma de la Ley_N” 18.566 no ocurría, porque la Ley_N” 16.002 sujetaba la 
negociación colectiva a la política del Estado, que, por supuesto, podía no homologar ese acuerdo. Eso 
se derogó y recuerdo a la Comisión que fue en esta misma Casa, en la Legislatura anterior. 


Por lo tanto, no hay ninguna afectación de la política salarial. Por el contrario, demuestra una apertura de la 
política salarial, un crecimiento de la autotutela colectiva, con independencia de la intervención del Estado, el 
crecimiento y el sustento de los dos sujetos de esta negociación. 


Por último, si uno aprecia todos los períodos en los que funcionaron los Consejos de Salarios advertirá que 
siempre ha estado presente el factor inflacionario. Participé en las negociaciones desde 1985 a 1990 y puedo 
decir que en lo que se denominaban las pautas del Poder Ejecutivo siempre estaba presente el Ministerio de 
Economía y Finanzas, que siempre en sus fórmulas incluía la inflación. Si analizamos todos los convenios 
firmados en ese período hay una cláusula final que habla del traslado a los precios, ya que se establecía algo 
así como que no podrá ser trasladado a los precios lo que superase la inflación que se indicaba en ese 
momento. De 2005 hasta que se sancionó la Ley N* 18.566, se siguió un procedimiento similar. Si bien los 
acuerdos no incluían una cláusula respecto del traslado a los precios, sí había un control a través de las pautas 
del Poder Ejecutivo. 


La Ley_N? 18.566 cambió ese escenario y dio autonomía soberana a ambas partes, pero en ningún momento 
uno puede concebir una política nacional de salarios fuera del entorno de una política económica nacional. Es 
decir, la inflación también está presente en los lineamientos. Por eso, decimos que la proyección de la 
inflación es el centro de la banda establecida por el Banco Central. Nunca se puede dejar de analizar, en una 
política nacional de salarios, los factores macroeconómicos, porque el artículo 5 de la Ley_N* 18.566 dice 
exactamente eso, que la participación del Estado tiene que ver con factores macroeconómicos. 


SEÑOR ABDALA.- Simplemente voy a dejar una breve constancia, porque me parece de lo más 
apasionante el tema y en algún sentido nos vamos introduciendo en ese debate, por lo menos a cuenta 
de otro mayor o, en todo caso, como aporte a un debate permanente, porque lo es. 


Quiero hacer una precisión con respecto a lo que decía el Subsecretario Loustaunau. Él mismo empezó 
separando -y bien, desde el punto de vista conceptual, la negociación colectiva del instrumento de los 
Consejos de Salarios, que, obviamente, están íntimamente relacionados, pero no necesariamente son 
equivalentes: puede haber negociación colectiva sin Consejo de Salarios, como de hecho la hubo en muchas 
etapas de la vida del país. Pero me parece un exceso de simplificación sostener que como no hubo Consejos 
de Salarios entre 1991 y 2005 los salarios cayeron y lo hicieron de manera irremediable en determinados 
sectores. Ese análisis y razonamiento se está salteando un sacudón que sufrió este país, como la crisis del año 
2002, entre otros hechos vinculados con la evolución económica que podrían señalarse. 


Además, advierto un contrasentido: primero se dice eso para justificar la supuesta caída de los salarios -o 
real, sobre todo a partir del año 2002, pero por otro lado se postula la importancia de la economía, de los 
factores macroeconómicos y de la inflación a la hora de determinar la suerte que corran los salarios, cosa que 
comparto, pero es lo uno o lo otro. Sin duda que la economía tiene importancia ahora y, como lo decía el 
señor Ministro, la tendrá en la ronda salarial del próximo año en la determinación de la política salarial. Pero 
si la tiene ahora también la tenía antes. Seguramente, la eventual caída del salario que se haya producido en 
determinados sectores en aquellos años no solo obedeció a que no se convocaran los Consejos de Salarios, 
sino a la realidad económica que vivió el país y la que tuvo lugar después del año 2002. No fue igual la 
situación del país en los años 1991, 1992 y 1993 que en los años 2002, 2003 o 2004; eso parece obvio. 


Insisto en que en aquellos años, durante el Gobierno del Partido Nacional, no solo aumentaron los ingresos 
en los términos que ya dije sino que, además, también tuvimos buenos resultados en materia de generación de 
empleo. Por primera vez en la historia reciente del país la desocupación cayó a un dígito -eso también 
ocurrió- y la pobreza bajó a la mitad. También hubo resultados muy importantes en materia de reducción de 
la pobreza. ¿Y eso cómo se hizo? ¿Condenando el salario, los ingresos o el trabajo? Sería bastante difícil 
lograr los dos resultados al mismo tiempo. Sin sacrificar el trabajo, los salarios ni las pasividades, al mismo 
tiempo bajar la pobreza, únicamente por arte de magia. 


Sin duda que este es un análisis apasionante, pero me parece que no podemos caer en las simplificaciones. Si 
lo hacemos, seguramente caeremos en conclusiones erróneas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Nosotros no caímos en esa 
simplificación, pero, en definitiva, lo que se proponía era el análisis de la política salarial. Nosotros 
analizamos los aspectos de la política salarial y hay estudios concretos de la Universidad de la 
República -algunos recuerdo que fueron encabezados por el economista Daniel Olesker- que dicen lo 
que nosotros afirmábamos en cuanto a que ese es un factor absolutamente determinante. Por supuesto 
que pueden existir otros, pero desde el punto de vista macroeconómico -lo dicen todos los economistas 
al analizar ese tiempo- existió una ausencia del ejercicio real de la negociación colectiva. Porque puede 
haber una negociación colectiva aparente, donde hay sindicatos de papel o muy débiles. ¿Y saben cómo 
se advierte esa ausencia de negociación colectiva? Porque en ese tiempo la tasa de afiliación sindical se 
derrumbó. Hoy por hoy, tenemos tasas de sindicalización altas que determinan una negociación 
colectiva alta y también una fuerte participación en la vida democrática del país. 


No me quiero olvidar de un detalle. Si no me equivoco, el señor Diputado Abdala afirmaba que recién en ese 
período de Gobierno del Partido Nacional el desempleo llegó a un dígito. Discúlpeseme, pero sinceramente 
no es así. Estructuralmente, hasta la década de los ochenta el país tuvo una tasa de desempleo en el entorno 
del 8%. Durante el Gobierno del Partido Nacional se volvió, en algún momento, a la senda de un bajo 
desempleo. Pero recuerdo que nosotros estamos por la mitad de la tasa que se registró durante el Gobierno de 
Partido Nacional. Hoy, según la última medición, tenemos una tasa de un 5,4%. 


SEÑOR ABDALA.- A eso me quería referir: bajamos el desempleo a un dígito, como lo acaba de 
confirmar el señor Subsecretario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el apasionado debate que hemos tenido y las intervenciones, 
que han sido muy relevantes. 


Pasamos a considerar el tema por el que citamos al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Haré un punteo de los asuntos, y el 
Director Nacional y el Inspector General del Trabajo y la Seguridad Social se referirán a los distintos 
temas, algunos de los cuales han sido solucionados. 


El 2 de octubre de este año la Comisión recibió a una delegación de Ucrus que planteó fundamentalmente los 
temas relativos a la cobertura de salud y seguridad social de los trabajadores que clasifican residuos. En ese 
sentido, el señor Inspector General del Trabajo y la Seguridad Social puede relatar lo que se está haciendo en 
esa materia. Como ustedes saben, en el año 2010, al inicio de esta gestión de Gobierno, el Ministerio 
promovió la creación de un ámbito que tiene como objetivo la formalización del empleo y la inclusión social, 
en el que participan la Dirección General Impositiva, el Banco de Previsión Social, los Ministerios de 
Desarrollo Social y de Industria, Energía y Minería, la Dirección Nacional de Aduanas y otros organismos, y 
nuestra Inspección General, que lo preside. Este es un tema de gran complejidad, que tiene que ver con el 
tratamiento de los residuos, etcétera, pero como se ha venido trabajando en este aspecto el Inspector General 
puede relatar lo que se ha venido haciendo. 


SEÑOR ROBALLO.- En lo que tiene que ver con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, más allá 
de la competencia de los diferentes organismos nacionales y departamentales, se ha abordado el tema 
de la recolección y clasificación de residuos en dos ámbitos. En primer lugar, en el Comité Nacional 


para la Erradicación del Trabajo Infantil, sobre todo por la realidad de los niños, niñas y adolescentes 
que se desempeñan en esa área. Si bien según la encuesta del Instituto Nacional de Estadística sobre el 
trabajo de niños, niñas y adolescentes, desde el punto de vista cuantitativo esta no es una actividad 
principal, sí es una de las más peligrosas y también afecta a la dignidad de la persona. En ese sentido, 
el Comité Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil trabajó sobre la base de un proyecto que 
fue presentado al Consejo Nacional de Políticas Sociales. Esquemáticamente, ese proyecto plantea la 
necesidad de una abordaje integral e interinstitucional que tiene como centro el proceso de 
formalización del circuito económico y laboral de recolección de la basura. Obviamente, esto también 
tiene que ver con las cuestiones medioambientales y la disposición final de los residuos. Por ese motivo, 
en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente hay un grupo de trabajo 
que está analizando una ley para abordar el tema de una manera integral e interinstitucional. 


Esta temática también se trabajó en el Ámbito por la Inclusión y Formalización del Trabajo, quizás en una 
primera aproximación a través de los organismos que lo integran. Incluso, hubo algunas reuniones con la 
Intendencia de Montevideo a los efectos de intercambiar información, conocer más a fondo la realidad y 
diseñar acciones que en este caso fueron dirigidas a la formalización de ese circuito económico y laboral, 
especialmente en lo que tiene que ver con los depósitos, que son una parte muy importante de esa cadena 
comercial y laboral que tienen los residuos. 


Estos son los títulos de las acciones que se han emprendido desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
en estos dos ámbitos, pero debemos dejar constancia de que es un tema muy profundo que tiene alcances 
económicos muy importantes e incluye a un número de personas relevante. Asimismo, tiene una faceta que 
nos preocupa especialmente, como es el trabajo de los niños, niñas y adolescentes en la recolección y 
clasificación de residuos. Desde este Ministerio se han activado esos mecanismos de intercambio y trabajo 
concreto, presentando proyectos propositivos en los ámbitos en que se deciden y ejercen las políticas. 


Hago un paréntesis para decir que las diferentes Intendencias, el Ministerio de Desarrollo Social y otras 
instituciones tienen proyectos concretos para atender la situación de la recolección y clasificación de 
residuos, tanto de las personas adultas como de los niños, niñas y adolescentes, con un abordaje social y de 
integración. Quizás el camino sea articular las experiencias, analizarlas y generar proyectos de largo aliento. 
Esto tiene un capítulo muy importante en lo que tiene que ver con la disposición final de los residuos que, 
obviamente, excede las consideraciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero estamos 
integrando los diferentes ámbitos para lograr una política de fondo, de largo aliento, que permita cambiar las 
condiciones de trabajo en materia de seguridad y salud de quienes se desempeñan en esa área -lo que se 
mencionó en la comparecencia de Ucrus-, así como también de los núcleos familiares, ya que se incorpora a 
los niños, niñas y adolescentes. 


Esto es cuanto tengo para decir sobre el tema. No sé si sería necesaria alguna aclaración. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si el Ministerio tuviera alguna cifra acerca de los niños, niñas y adolescentes 
que trabajan en la clasificación nos gustaría conocer esos datos. 


Además, quisiera saber qué tipo de controles hace el Ministerio con respecto a eso. 


SEÑOR ROBALLO.- Lamentablemente, no traje el informe el Instituto Nacional de Estadística, pero 
está colgado en la página web y ha sido de amplia difusión; las diferentes organizaciones lo tienen y lo 
puedo remitir rápidamente, incluso, con algunos comentarios que se han hecho en el ámbito del Comité 
Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil. En ese organismo, de integración cuatripartita, se 
tomó la decisión de atender esta realidad, porque si bien desde el punto de vista cuantitativo no está en 
los primeros lugares -como puede ser el área de la construcción o el trabajo rural, por su especial 
peligrosidad igual se ha decidido incorporarlo como primer punto de trabajo. Además, se presentó un 
proyecto muy importante en ese sentido, en el que coincidieron las diferentes organizaciones, no solo 
los organismos del Estado que integran el CETI, sino los actores sociales, la representación de los 
trabajadores, de los empleadores y de las organizaciones no gubernamentales. A la vez, se tomó la 
decisión de integrar e incidir en los diferentes ámbitos para la atención de esta problemática. 


En lo que tiene que ver con la fiscalización, en general este tipo de denuncias se reciben en el INAUÚ. Si bien 
cuando la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social realiza su actividad fiscalizadora tiene 
incorporado a su protocolo, en caso de detectarse, la corrección de las formas de trabajo infantil y la 
intimación de los permisos en los casos en que está prohibido, la atención integral sobre esa realidad y la 
mayor parte de las denuncias las recibe el INAUÚ. Para ser bien específico y no eludir el tema, en algún 
momento nos hemos hecho una pregunta en la Inspección y en el Comité Nacional para la Erradicación del 
Trabajo Infantil. Cuando de repente en la calle andan adolescentes en carro haciendo recolección de residuos 
-ha habido incidentes de público conocimiento en este sentido, ¿la Inspección debería hacer un operativo, 
quizás coordinado con el INAU, saliendo uno o dos días para bajar a todos los gurises de los carros? ¿¿Esa es 
una posibilidad? ¿Podría entenderse que está dentro de sus cometidos? Después de un análisis serio y 
profundo sobre esa situación se llegó a la conclusión de que si decidiéramos hacer un operativo para tratar de 
bajar a todos los gurises de los carros, en uno o dos días, la medida tendría la misma duración de dos días y 
no solucionaría el problema de fondo. 


Sin ningún lugar a dudas, esto debería ir acompañado de una política y de dispositivos que generen una 
alternativa a esa realidad social que tiene que ver con la educación, con la vivienda y con la seguridad social, 
porque es la única manera de que una acción de estas características pueda tener sostenibilidad en el tiempo. 
Es preciso actuar sobre las bases del verdadero problema de fondo que, como decía recién, tiene que ver con 
la disposición final de los residuos y con las políticas sociales que se van destinando a estas áreas, y no tanto 
con una fiscalización lisa y llana, que quizás tendría un efecto impactante en el público y tal vez llamaría la 
atención, pero duraría muy poco. Sería apenas un impulso que no tendría efectos. En ese sentido es que en 
estos ámbitos se decide incidir en las políticas de fondo. Es así que el Ministerio de Desarrollo Social, el 
INAU y diferentes organizaciones están midiendo -hoy no estoy en condiciones de proporcionar esa 
información; de haber sabido que este tema se abordaría, obviamente podría haberla conseguido- el resultado 
del impacto de las políticas sociales en materia de educación, de salud y de seguridad social. Seguramente 
surgirá la necesidad en el sentido de redirigir ese tipo de políticas para tener una incidencia mayor. 


Ahora bien, si uno va a un depósito grande se encuentra con que el trabajador está formalizado y, en general, 
las condiciones de seguridad y salud están presentes. Se hacen algunas intimaciones y demás, pero el 
problema radica en el resto del circuito, en lo que generan esos grandes depósitos, por ejemplo, los depósitos 
intermedios o chicos, en el asentamiento detrás de ellos, en la clasificación en el arroyo, en los problemas 
ambientales, sociales, de vivienda, etcétera. 


Aunque hay que decir que no está la receta sobre la mesa para resolver esta situación de un día para el otro, 
me parece importante destacar la necesidad de transitar un camino que atienda a una política integral, es 
decir, a toda la realidad de ese núcleo familiar, compóngase como se componga, que tenga en cuenta la 
integración, la capacitación, los hábitos, la realidad sanitaria y también la acción interinstitucional. Si cada 
Órgano actúa de acuerdo con su competencia, en un formato individual o compartimentado, no incidirá como 
se debe en este tema. 


Entonces, para responder a algún aspecto del planteo efectuado en lo que tiene que ver con algunos 
depósitos, si bien no puedo dar mucha información al respecto -porque todavía estamos en un proceso y para 
la efectividad de la acción no sería bueno difundir mucho todo esto-, se ha planteado una llegada escalonada 
a estas áreas a través de los diferentes organismos fiscalizadores del Estado, para ir generando una incidencia 
cada vez mayor en los diferentes componentes de esta cadena, que vaya complementando ese objetivo final, 
que es la incidencia en las condiciones de vida tanto de los mayores de edad como de las niñas, los niños y 
los adolescentes. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Si se me permite, señor Presidente, el 
Director Romero explicará el tema de Laja S.A. Vamos a dejar en la Comisión una copia del acuerdo 
alcanzado en la Dirección Nacional del Trabajo. 


SEÑOR ROMERO.- Efectivamente, los trabajadores de Laja S.A se presentaron el día 4 de diciembre 
para plantear la situación de la empresa luego de haberse firmado tres convenios colectivos, que 
continúan vigentes al no haber sido denunciados por la empresa. Por lo tanto, aclaramos a la firma que 
debían ser mantenidos. 


Ahora bien, visto que se estaba dando una situación tan compleja, convocamos a dos instancias de 
negociación en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que fueron muy difíciles, muy complejas, porque 
las posiciones son tan diferenciadas que unos están en el Polo Sur y otros en el Polo Norte. 


El trabajo de acercamiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social pasaba, primero que nada, por 
discutir en qué situación estaba la empresa. A tales efectos solicitamos a los representantes de la empresa y al 
interventor -porque tiene un síndico interventor que controla la administración total de los fondos que entran, 
cómo se reparten y lo que se paga- un informe por escrito de la situación y de las perspectivas que había. 
Mientras tanto, con la potestad que tiene el Ministerio, dijimos que los tres convenios colectivos que estaban 
firmados estaban vigentes. Uno de ellos refería a la reducción de las horas de trabajo: seis horas con un pago 
casi equivalente a ocho. 


La empresa entendía que no podía cumplir con ese convenio colectivo por lo que le dijimos que, frente a esa 
circunstancia, debía darse una rediscusión -si es que hay fundamentos para ello y el sindicato lo acepta- sobre 
las condiciones de trabajo que tiene la empresa, sus perspectivas y la posibilidad de que alguna gente fuera al 
seguro de desempleo. 


Dejamos claro que en la primera instancia -se lo hicimos saber a los trabajadores, en la Dirección Nacional 
de Trabajo, por indicación del Ministro, preferimos no discutir absolutamente ningún despido. Cuando las 
condiciones de trabajo cambian en una empresa, preferimos usar todas las variantes que tenemos con los 
seguros de desempleo, de forma de ir discutiendo las perspectivas y las condiciones en que una empresa se 
desarrolla. 


Entre otras cosas, hemos logrado un acta de preacuerdo en el Ministerio de Trabajo que dice: "En la ciudad 
de Montevideo el 5 de diciembre de 2012 ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social [...] comparecen: 
por una parte Laja Sociedad Anónima representada en este acto por Miguel Carrio, Benny Roer, Álvaro 
Regueiro y Mauricio Acosta. Por otra parte Untmra representada en este acto por Luis Vega. Comité de Base. 
Mario Moreira, Leonardo Massoue, Cristian González [...]" y otros integrantes, "y por otra parte Intendencia 
de Canelones, representada en este acto por el Sr. Daniel Vallejos manifiestan lo siguiente: 1) Retiros 
Incentivados. A partir del día de hoy la empresa Laja no promoverá la desvinculación de los trabajadores a 
través del pago de un porcentaje [...]" -la empresa les ofrecía la mitad del porcentaje- "de su despido. Se 
compromete además en el día de mañana" -día 6- "a presentar ante el MTSS y la Untmra listado de los 
trabajadores que a la fecha se han acogido a dicho régimen de desvinculación". Aquí, al haber un problema 
legal esa forma de vinculación no tiene valor jurídico. Por lo tanto, este es un problema para la empresa por 
la forma de haberlo ejecutado. "2) Régimen excepcional de diciembre y enero. Los trabajadores se 
reintegrarán a sus puestos de trabajo y durante los meses de diciembre 2012 y enero 2013, trabajaran 48 
horas semanales. A partir del día 1” de febrero de 2013 se volverá al régimen de trabajo acordado por 
convenio vigente a partir del 1” de julio de 2011, salvo que en el período se negocie su modificación. 3) 
Licencia. En el mes de diciembre de 2012 se les dará a los trabajadores la licencia que les queda pendiente 
del año 2011, tal cual estaba acordado y negociando los cambios que pudieran ser necesarios en virtud de la 
producción. Se acordarán las licencias correspondientes al año 2012, previéndose que a cada trabajador se le 
otorgará aproximadamente el 50% de su licencia en el mes de enero del año 2013. 4) Vale. La empresa 
responderá previo a la asamblea de trabajadores sobre el otorgamiento de un vale de $ 5.000 por trabajador, 
cuyo régimen de descuento se negociará previo al mes de febrero. El presente queda sometido ad referéndum 
de la asamblea de los trabajadores, quienes una vez aprobado el presente volverán a sus puestos de trabajo. 
Leída que les fue se ratifican las partes y se firman seis ejemplares del mismo tenor". 


Este es el acuerdo al que llega el 5 de diciembre la empresa Laja S.A, que pensamos que está funcionando 
porque no los hemos vuelto a ver por el Ministerio. Creemos que esta es una salida dentro de las potestades 
que tiene la Cartera pero, además, respetando las condiciones de la empresa que no son las mismas de cuando 
se firmaron los convenios colectivos. En situaciones racionales hay algunas cosas que son muy buenas y son 
firmadas en un momento, pero luego suceden hechos que hacen que se rediscuta la posibilidad de mantener la 
fuente de trabajo abierta, los puestos de trabajos de la gente, en las mejores condiciones. 


SEÑOR OLIVERA.- Primero quisiera expresar mi satisfacción por las acciones tomadas frente a la 
empresa Laja S.A ya que, por vivir en la zona, hice un seguimiento muy próximo de la situación. 
Inclusive, concurrí varias veces allí. 


Puedo dar fe de que están trabajando. Efectivamente, cuando paso por ahí veo que están trabajando con total 
normalidad. 


Ahora bien, simplemente quisiera plantear una inquietud muy general en el sentido de si esta situación 
responde a una crisis general de esta rama o si es meramente un hecho puntual de relacionamiento. 


SEÑOR ROMERO.- Creo que aquí hay varios componentes. En primer lugar, hay una posición de los 
trabajadores que dicen -y la empresa así lo ha confirmado- que se lleva materia prima para Brasil. Ese 
es el proceso normal de funcionamiento, porque hay materia prima que se procesa en Brasil y no en 
Uruguay. Segundo, con respecto al relacionamiento -en esto voy a dar mi posición como Director 
Nacional de Trabajo, creo que los trabajadores tienen razón. Cuando hay cambios de funcionamiento 
en una empresa y existen acuerdos vigentes, cada uno tiene que mantener sus acuerdos y sus 
compromisos; luego se debe convocar para volver a hacer un acuerdo que permita el trabajo normal. 
Nos parece que eso ayuda mucho a las relaciones laborales. 


En definitiva, la situación no es fácil. Hubo una serie de despidos inmediatos sin siquiera haberse presentado 
ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para ver cómo se podía acordar ante esa problemática de la 
mejor forma posible. Reitero que, de acuerdo con los abogados del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
de la Dirección Nacional de Trabajo, hay un problema jurídico en cuanto a la manera como fueron 
despedidos esos trabajadores. Por eso la empresa dejó de actuar de esa forma. Pero también hay que tener en 
cuenta la forma de relacionamiento. Son dos partes muy difíciles, donde cuesta mucho apelar a lo racional. 
Todo es cuestión de principios, de dignidad. Entonces, a veces es complicado negociar de esa manera. Por 
suerte, hemos encontrado un poco el camino. 


Cabe aclarar que ningún organismo de este país ni ninguna persona que esté en sus cabales diría a alguien 
que se bajara de sus principios o de su dignidad, pero hay unas relaciones laborales que están dentro de la 
normalidad que se debe dar en el ámbito del trabajo A eso hemos apelado y eso es lo que estamos trabajando 
todos los días. Aun trabajando normalmente, como dijo el señor Diputado, estamos haciendo un seguimiento 
de algunas empresas como prevención, para no encontrarnos con un domingo siete, para que el esfuerzo que 
se hizo no sea en vano. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con relación al planteo que se nos 
hizo respecto a las empresas de transporte de carga que trabajan para Forestal Oriental, también 
vamos a dejar un acta de acuerdo firmada el 9 de octubre de 2012 con un porcentaje importante de los 
trabajadores, no todos, cuando la empresa reestructuró su forma de contratar vehículos para el 
transporte de madera. Lo cierto es que en la versión taquigráfica que la Comisión nos envió se expresa 
por parte de algunos trabajadores que están en proceso de formación de una cooperativa. Cabe señalar 
que existe el Instituto Nacional de Cooperativismo, vinculado con el Poder Ejecutivo a través de 
nuestro Ministerio, que perfectamente puede asesorar a este grupo de trabajadores respecto a la 
posibilidad de llevar adelante un emprendimiento, a su viabilidad, a los procedimientos que hay que 
realizar desde el punto de vista legal y demás. 


Lo cierto es que el convenio que estamos entregando incluye al 75% de los trabajadores vinculados a estas 
empresas. La UPM se comprometió a pagar por seis meses el 50% de los sueldos y aportes legales del resto, 
en tanto se procesa esta posibilidad, que luego se verá si efectivamente cuaja como posibilidad efectiva de 
trabajo. Más allá de esto, no tenemos posibilidad de actuar porque es un plan de reestructuración de la 
empresa. Además, son servicios contratados para transporte de madera desde el área forestal hasta la planta 
de Río Negro. 


De cualquier manera, creemos que la negociación fue exitosa en la medida en que incluyó la certeza laboral 
para la gran mayoría de los transportistas del sector. 


También nos fue remitida la versión taquigráfica de una comparecencia de la Federación Obrera de la 
Industria de la Carne y Afines, del 10 de octubre de 2012. En esa oportunidad, los trabajadores expresaron 
tener una gran disconformidad con quien habla a raíz de una reunión que tuvimos que duró varias horas. Sin 
embargo, creemos haber hecho un gran esfuerzo en esa reunión. Lamentamos haber logrado una gran 
disconformidad. 


Al respecto debemos decir que hay un problema de fondo que tiene que ver con la disponibilidad de ganado 
preparado para la faena, producto de la situación que se vivió fundamentalmente en las sequías originadas en 
los años 2008 y 2009, que provocó que hubiera, si no me equivoco, 700.000 animales menos y una capacidad 
instalada de la industria que está, por lo menos, un 20% por encima de la producción. Por lo tanto, hay una 
sobrecapacidad instalada desde el punto de vista industrial, que provoca, desde el punto de vista de los 
trabajadores, un permanente movimiento de ingreso y salida del seguro de desempleo, en función de diversas 
circunstancias, como ser los precios del ganado, etcétera. 


Hay dos consideraciones que queremos aclarar. 


En primer lugar, ellos habían planteado hace bastante tiempo la creación de una mesa sectorial que, en el 
ámbito del Gabinete Productivo, consideramos que debía estar presidida por el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, que es el que tiene la competencia para hacerlo. El Ministro solicitó un tiempo para 
designar a una persona idónea para ponerse al frente de este Consejo Sectorial, que ya se concretó. Por esta 
razón, ya tuvo lugar, entre los Ministerios que integramos el Gabinete Productivo, la primera reunión y luego 
son convocados los sectores sociales para la instalación. O sea que el primer aspecto de disconformidad está 
resuelto. 


En segundo término, hay una referencia al seguro de desempleo. Ustedes saben que el año pasado 
establecimos un seguro de desempleo especial para los trabajadores de la industria frigorífica partiendo de la 
base de que no se concretaría la cantidad de jornales mínimos necesarios, por lo que había que efectuar una 
cobertura -algo que hemos hecho con características similares para los trabajadores del sector citrícola-, pero 
simultáneamente el Poder Ejecutivo emitió, como parte de las medidas que pretenden minimizar los impactos 
de la crisis sobre las distintas actividades productivas, un decreto de seguro de desempleo parcial que 
persigue una reordenación del trabajo al interior de las distintas empresas, logrando una combinación de la 
reducción del tiempo de las jornadas o de su cantidad. Este mecanismo ya se usó en 2008 y 2009 con mucho 
éxito, con el objetivo fundamental de lograr que no desaparezcan los puestos de trabajo, que el trabajador 
quede vinculado al sector y no se pierdan las capacidades necesarias. En virtud de que este decreto está 
vigente y está siendo utilizado intensamente por la industria frigorífica, entendimos que no era necesario 
establecer un seguro de desempleo especial, porque el seguro parcial era una herramienta idónea. A posteriori 
de esto, no hemos recibido ningún otro planteo. Es más: podría acercar a la Comisión la lista de trabajadores 
que están en el seguro de desempleo, que normalmente son alrededor de 30.000, que rotan, y uno de los 
sectores que más ha hecho uso del seguro parcial es la industria frigorífica. Me parece que es la que entendió 
primero que el mecanismo era idóneo para solucionar estos problemas que tenían. 


Tenemos un problema estructural que está fuera de nuestro alcance resolver, que refiere a productos de la 
biología, y un problema vinculado al seguro de desempleo. En nuestra opinión, los trabajadores de la 
industria frigorífica hoy están pudiendo utilizar una herramienta que es mejor que el seguro de desempleo 
que tuvimos hasta el año pasado, cuando no existían ni siquiera las condiciones para trabajar sobre un 
mecanismo de reducción de la jornada, dado que, lisa y llanamente, no había trabajo. En nuestra opinión, esto 
es un avance, pero deberán ustedes intercambiar con los trabajadores de esta organización sindical para 
confirmar si lo que decimos es así. 


SEÑOR COITIÑO.- Quiero adelantarles que tenemos agendada una nueva reunión con el Foica, por el 
tema específico del Frigorífico Colonia. El tema es que hay unos 3:000.000 de cabezas con capacidad 
industrial instalada; entre 2:100.000 y 2:300.000 siempre se va a dar. En todas las visitas está planteada 
la búsqueda de una solución. Han pensado en algo similar a una caja de compensaciones, buscando que 
toda la cadena cárnica se integre, en tanto el proceso de una mayor cantidad de animales para faenar 
no es algo que se vaya a resolver en el corto plazo. Ellos buscan una fórmula más estable, porque no 
parecería que el grupo del Frigorífico Colonia esté dispuesto a mantener una actividad creciente. 


Entonces, el problema sigue sobre la mesa y seguramente recibirán el planteo del sindicato. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Recogiendo el planteo del señor 
Diputado Coitiño, debo decir que para nosotros fue muy ilustrativa una reunión que tuvimos -creo que 
fue el año pasado- con el Foica y el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, en la que el 
jerarca, primero, aclaró algo muy importante. En aquel momento se planteaba el tema de la 
exportación de ganado en pie como elemento central desestabilizarte de la producción y la faena, pero 


hoy dejó de serlo, ya que la exportación de ganado en pie es mínima y, sin embargo, el problema 
persiste. Por lo tanto, evidentemente ahí no está el problema. Recuerdo que el señor Ministro hizo una 
proyección de las expectativas de recomposición del stock de ganado bovino. No quiero hacer ninguna 
afirmación contundente porque no recuerdo con exactitud, pero me queda claro que se supone que en 
algún momento el stock va a alcanzar aproximadamente la capacidad instalada, con la zafralidad 
natural que tiene esta industria. La tuvo toda la vida y la seguirá teniendo porque hay determinada 
época para la faena. 


Entonces, es un tema para tratar de manera más integrada. Creo que está bien esa idea del Consejo Sectorial. 
Cumplimos con nuestro esfuerzo de convocarlos, pero no siempre los Ministerios disponen de los recursos 
humanos en forma inmediata como para atender todas las demandas. De hecho, se han venido instalando 
Consejos Sectoriales en distintas ramas de actividad como, por ejemplo, la semana pasada en la construcción. 
Este es uno de los sectores en los que debería haber un abordaje de fondo para ver cuál es el destino del 
sector y de la industria. 


SEÑOR OLIVERA.- También recibimos a un grupo de veterinarios y de trabajadores técnicos de los 
frigoríficos, y sería bueno remitir la versión taquigráfica respectiva al Ministerio para incorporarlos en 
el Consejo Sectorial, ya que ellos tenían aportes muy importantes para hacer. Tenían una visión 
preventiva de algunas situaciones que tienen que ver con zoonosis y algunas de esas cosas. En esa 
instancia, les aconsejamos que se integraran al Consejo Sectorial para realizar esos aportes que 
hicieron a la Comisión, que eran importantes para la actividad en sí. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Respecto a un planteo del Sindicato 
Único del Supergas, hay dos aspectos. Uno de ellos tiene que ver con temas generales, vinculados a la 
salud y a las condiciones de trabajo -que surge de la versión taquigráfica- y, el otro es relacionado con 
la empresa Fadivel, que es una de las distribuidoras de Ducsa que, según consta en la versión 
taquigráfica del mes de octubre, había enviado trabajadores sindicalizados al seguro de desempleo. El 
conflicto fue resuelto. 


SEÑOR ROBALLO.- Aquí se plantean dos cosas. En primer lugar, sobre la empresa fletera. En medio 
de ese proceso de negociación que se estaba llevando a cabo en la Dinatra, en determinado momento -y 
a partir de la notoriedad del asunto- quisimos tomar contacto y ver cómo era la situación para saber 
qué formato de intervención podíamos tener. Inclusive, tuvimos comunicación con el señor Presidente 
del Banco de Previsión Social. Era un tema complejo porque implicaba diferentes formas de 
contratación, etcétera. 


Llegamos a solicitar información, eventualmente, para planificar una intervención. Luego se nos planteó por 
parte de la organización de trabajadores, Fuecy, que estaban llegando a un acuerdo y que no querían incidir 
negativamente en ese sentido. Ante esto, la parte de fiscalización quedó un poco en suspenso, pero sin 
perjuicio de ello, hemos trasmitido reiteradamente que más allá de esas cuestiones nos interesa tener contacto 
directo y una llegada para ordenar ese aspecto. 


En lo que tiene que ver con las empresas de gas licuado de petróleo y los temas de seguridad y salud a que se 
refiere el sindicato, como ya informamos en alguna otra comparecencia en la Comisión, hay varios aspectos 
que se van tratando, básicamente, en dos formatos. Por un lado, en la Comisión tripartita se llegó a dos 
acuerdos muy importantes. Uno tiene que ver con la rotación en los puestos de trabajo que están 
especialmente expuestos al esfuerzo físico, con gimnasia laboral compensatoria, etcétera. De acuerdo con la 
información que se nos ha trasmitido, la aplicación de este convenio tiene sus momentos. Estamos tratando 
de que esto sea respetado y se trabaje eficientemente tanto por parte de las empresas como por parte de los 
trabajadores, porque creemos que ahí hay un camino para recorrer, no solo en esta rama de actividad sino en 
otras, como es, precisamente, adelantarse a los problemas de seguridad y salud y, de alguna manera, gestionar 
esos riesgos y evitar que los trabajadores se enfermen a partir del trabajo. 


Voy a esquematizar un la información. Lo que tendría que hacer es una actualización de la información que 
se brindó en su momento. 


Hubo un convenio con los "call- center" en ese sector. Asimismo, estaba el tema de la introducción de 
tecnología, que tenemos entendido que se va incorporando. Se incluyó la fiscalización del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, a través de la Inspección General del Trabajo, por ejemplo, en un tema muy 
preocupante, que en su momento también tuvo mucha difusión, como es la presencia de plomo en algunos 
trabajadores 


Allí hubo una intervención muy importante por parte de la Inspección General de Trabajo, que fue la que 
planteó a los actores sociales en el ámbito tripartito -hubo consenso en ese sentido- que la intervención tenía 
que ser a través de la fiscalización y de los expedientes, no en el ámbito tripartito, porque era un tema muy 
sensible, que requería una intervención de esas características. Luego de la actuación de la Inspección y de 
tomar las medidas del caso, sí podía incorporarse. Así se llevaron adelante varios expedientes. Ya dimos 
cuenta de ellos, básicamente en las tres empresas. 


De acuerdo con protocolo de vigilancia médica, los exámenes que se han practicado a los trabajadores 
muestran una baja de la presencia de plomo, sobre todo de quienes estaban expuestos, lo que de alguna 
manera confirma que la exposición estaba referida a esos puestos de trabajo. A su vez, se ha concretado la 
incorporación de procesos de trabajo diferentes en las tres empresas para evitar la afectación de los 
trabajadores y del medio ambiente de estas sustancias que, como sabemos, estaban relacionadas a un 
producto que tenía que ver con una parte de las garrafas. 


Las empresas también han incorporado un acuerdo y en el ámbito tripartito se ha ido incorporando el análisis 
del ruido y su incidencia en los trabajadores. Se han ido practicando audiometrías y se va brindando esa 
información, todo de acuerdo con el esquema de trabajo que se había proporcionado a partir de una visita de 
la Facultad de Medicina y del Departamento de Salud Ocupacional. También se ha instrumentado de una 
forma más sistemática y regular las inducciones y capacitación genéricas en prevención de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales. Esto es muy importante, porque tiene que ver con la prevención. Son 
de esas acciones que tienen que ver con adelantarnos a las problemáticas. Estamos hablando de una rama de 
actividad en la que el trabajador está especialmente expuesto. Entonces, ya hay presentación de programas y 
planes que incorporan estas capacitaciones e inducciones. 


El peso de la garrafa era otro tema importante. Los señores Diputados saben que, más allá de la introducción 
de tecnología o de elementos mecánicos para aliviar la carga física, como los telescópicos, etcétera -de los 
que aquí ya se ha dado cuenta-, así como la rotación de los puestos de trabajo de quienes están especialmente 
expuestos a la carga física, no tenemos información sobre la proyección de este elemento, pero se ha 
trabajado y autorizado una aleación diferente en la construcción del envase que, de alguna manera, también 
incidirá en la carga física. Me parece que lo más importante de resaltar en la Comisión es que las empresas - 
esencialmente Riogas y Acodike; estamos trabajando también para que la empresa Megal vaya al mismo 
ritmo- han establecido los protocolos de vigilancia médica, de acuerdo con lo que establece la normativa. Por 
lo tanto, se van haciendo los exámenes y monitoreando la presencia de plomo en los trabajadores y ha habido 
un efecto positivo en cuanto a individualizar el puesto de trabajo que tenía dificultades e incidir directamente 
en la afectación de los trabajadores y la propagación al medio ambiente. 


Quiero dejar constancia de que los expedientes están abiertos y de que hacemos un control regular. En esos 
controles, como indica el protocolo, participan empleadores y trabajadores. 


SEÑOR ROMERO.- En cuanto al pedido de informes sobre este conflicto en la empresa Fadivel, 
debemos decir que luego de una serie de objeciones se llegó a un acuerdo con la empresa Ducsa- Ancap 
sobre los diez trabajadores que habían sido enviados al seguro de paro. El problema es que la empresa 
Fadivel tiene un largo conflicto empresarial con Ducsa y, por tanto, con Ancap. El empresario no es 
una persona fácil para las relaciones laborales, y decidió mandar a diez empleados, todos 
sindicalizados, al seguro de paro. 


En primera instancia, los trabajadores no aceptaban ni un día de seguro de paro. Nosotros les hicimos ver que 
el seguro de paro no es un castigo para nadie, sino que bien usado lleva a cosas importantes para ir 
solucionando los conflictos o para darnos los tiempos necesarios para que podamos solucionarlos. De la 
negociación participó también directamente Ancap. 


La solución final a este conflicto fue el envío de los trabajadores al seguro de paro, el pago de las licencias en 
tiempo y forma, y el compromiso de que esos diez trabajadores, una vez que volvieran del seguro de paro, 
serían redistribuidos en distintos lugares de trabajo, manteniendo su salario y las condiciones que tenían en 
Fadivel SA. Ese acuerdo está hecho así. Fue aceptado por el sindicato de base y por Fuecy, que es al que 
pertenecen los trabajadores. Por lo tanto, lo que sigue es una negociación muy complicada entre Ducsa- 
Ancap y Fadivel, pero la situación de los trabajadores fue solucionada de esta forma, con lo cual quedan 
contemplados todo los temas, de pagos, los débitos que tenía la empresa con los trabajadores, el seguro de 
paro, la toma de la licencia en tiempo y forma, y el retorno de los trabajadores a otra actividad que no 
precisamente va a suponer seguir dentro de la empresa de supergas, sino acceder a puestos de trabajo que 
facilitará Ducsa- Ancap. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con respecto a una versión 
taquigráfica que recibimos de la Comisión sobre la denuncia de trabajadores de la empresa Larrosa 
SA, que es contratada por el Poder Legislativo, hemos dado trámite al Inspección General del Trabajo 
acerca de las denuncias correspondientes. La versión taquigráfica nos llegó el día 5 de diciembre. Por 
lo tanto, se realizarán los procedimientos que correspondan. 


SEÑOR COITIÑO.- Este tema ingresó a la Comisión hace muy poco tiempo, pero vale la oportunidad 
para reflexionar sobre un asunto que tiene alcance general hacia la actividad privada y pública, porque 
está vinculado con los recolectores de frutas. Concretamente me refiero a las tercerizaciones. La Ley N* 
18.251 traslada al contratante de la empresa tercerizada la vigilancia estricta del cumplimiento de 
todas las disposiciones legales, las obligaciones patronales y de los trabajadores. Esto tiene vinculación 
con la Inspección General del Trabajo. 


A esta Comisión, en su traslado a distintos departamentos, le ha sido planteada constantemente la necesidad 
de mayor acción de parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y de la Inspección General del Trabajo 
hacia lo que los trabajadores consideran diversos incumplimientos, algunos más de tipo general, como el 
cumplimiento de la ley de ocho horas en el campo y las dificultades que están planteadas. Inclusive, en algún 
momento esta Comisión estuvo planteando -por responsabilidades colectivas nuestras no lo hicimos- una 
instancia de intercambio con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Banco de Previsión Social y la 
Dirección General Impositiva, porque hay un problema entre la formalidad y la informalidad de las 
relaciones laborales, que se da con mayor frecuencia cuando nos vamos alejando de la capital. Quizás la 
pregunta de hoy sea respondida cuando recibamos la propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
en la próxima Rendición de Cuentas por la necesidad de la Cartera de fortalecer el material humano y no 
humano, lo que supone extender y dar una continuidad a esos controles. 


Con relación a la empresa de limpieza Larrosa y la tercerización, quienes tenemos nivel de responsabilidad 
estamos sentados acá, además de las personas que integran el trabajo parlamentario. 


Para estas situaciones que se están valorando va a asistir el responsable de la empresa. Ya hicimos reuniones 
con la Comisión Administrativa y con un conjunto de trabajadores que plantearon denuncias que, de 
comprobarse, son sumamente graves por impedir nivel de organización, tratamiento no adecuado, etcétera. 
Ello se da en un espacio en el que estamos todos los días. 


En cuanto a las tercerizaciones, me da la impresión de que hay necesidad de hacer circular un recordatorio en 
todos los ámbitos del Estado sobre la vigilancia permanente de quienes trabajan por la vía de la tercerización, 
pues tanto el Estado como los privados tienen responsabilidades que no pueden eludir. Creo que eso nos 
ayudaría hacia delante a disminuir la cantidad de situaciones que se vienen a plantear a la Comisión 
Permanentemente, que son hijas de los problemas de las realidades de los trabajadores para poder 
organizarse, además de la relación contractual en términos abusivos por parte de quien emplea. 


Quería dejar planteada esta preocupación en términos generales y decir que lo de la empresa Larrosa está en 
pleno proceso. Habría que encuadrar este problema en una visión mucho más general. La Ley N* 18.251 
establece que el Estado debe ser vigilante y responsable. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El señor Diputado Coitiño ha 
planteado muchas cosas y voy a hacer referencia a una de ellas, ya que me parece que es bueno 


colectivizar la información. 


El Ministerio ha creado una unidad de trabajo rural donde participan, inclusive en forma voluntaria, algunos 
ciudadanos de larga trayectoria, como el ingeniero Martín Buxeras y otros, que conocen mucho la temática y 
han hecho un aporte muy importante. Para nosotros el trabajo rural va a ser uno de los centros fundamentales 
de la gestión del 2013. Así nos lo estamos planteando y abordándolo en las distintas áreas, conscientes de los 
bajos niveles de sindicalización y de las debilidades que tienen las organizaciones sindicales para hacer llegar 
sus planteos. 


El otro día me llamó la atención escuchar en una entrevista a una dirigente del sindicato de los trabajadores 
de los tambos en un programa de "TV Ciudad" en el cual ella terminaba su planteo pidiendo más recursos 
para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Lo cierto es que la Inspección General de Trabajo va a 
disponer de más recursos para este año en función de un refuerzo presupuestal que hemos solicitado para la 
compra de vehículos apropiados, porque como todos saben, las inspecciones en el medio rural no se hace con 
cualquier vehículo. 


Allí existe el espíritu de fortalecer esta tarea en el marco de una actualización de los recursos generales, por 
ejemplo, de "notebook" para los inspectores a la hora de realizar la inspección. En este momento estamos 
culminando el proceso de introducción del expediente electrónico, que es un elemento muy importante ya 
que vamos a tener en línea a las cuarenta y dos oficinas que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene 
en todo el país. 


Parto de la base de que siempre vamos a recibir -al igual que los señores legisladores cada vez que van al 
interior del país- un reclamo mayor de actuación inspectiva. Hay que mirar el lado bueno de todo esto: la 
gente empieza a conocer sus derechos y los reclama. En función de ello, el Ministerio ya dispone -aunque 
todavía no lo hemos presentado públicamente- de una unidad móvil que hemos adaptado, que está 
recorriendo distintos lugares del país -fundamentalmente tratando de ir a las zonas más alejadas, difundiendo 
derechos. Ahí trabajan funcionarios de la Dinatra, de la Inspección General de Trabajo, de la Dirección 
Nacional de Empleo difundiendo aspectos vinculados a derechos de los trabajadores como políticas de 
empleo y demás que cuenta el Ministerio para conocimiento no solo de los trabajadores sino también de los 
empresarios. 


También es nuestra idea comenzar a instalar los consejos departamentales -hace pocas semanas iniciamos 
este proceso en el departamento de Soriano, que permitan un intercambio permanente entre el Ministerio, los 
empresarios y los trabajadores a los efectos de que muchos problemas no terminen en Montevideo. Estamos 
convencidos de que de existir esos ámbitos algunos problemas no llegarían a Montevideo y se resolverían en 
el ámbito departamental. 


La receptividad que tuvimos en Soriano de parte de todos los actores -Pit- Cnt, Centro Industrial y 
Comercial, fue muy positiva. La posibilidad de instalar esto en todo el país está condicionada por nuestros 
recursos humanos y posibilidades de desplegar una tarea en todo territorio nacional. Ello se vincula con las 
políticas de formación, por lo que se va generando un ámbito en el que los actores tienen intereses. 


Quizás no lo hemos dicho lo suficiente, por lo que reitero que en el año 2013 habrá un centro ubicado en el 
trabajo rural con distintas acciones. Inclusive, vamos a firmar un convenio con el INJU para la difusión de los 
derechos de los trabajadores rurales utilizando algunas de las políticas que este organismo ha llevado adelante 
que creemos fueron exitosas en materia de difusión de normas legales vigentes, que todavía son poco 
conocidas. También habrá presencia concreta, porque todo esto está muy lindo pero hay que ir al lugar. Este 
es nuestro objetivo. 


También nos han propuesto la modificación del Estatuto del Trabajador Rural, que seguramente en algún 
momento tendrá trámite parlamentario. Nos parece que ello es parte de la actualización de normas legales 
que vienen de larga data, de 1975, un año muy particular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos dejar constancia de la preocupación y de la labor realizada por la 
Inspección General de Trabajo en cuanto a los trabajadores rurales. Sabemos de la preocupación del 
doctor Roballo en estos temas. Hemos mantenido conversaciones por temas puntuales por nuestro 


departamento en áreas muy críticas como es el trabajo forestal, donde se siguen dando situaciones que 
nadie quiere pero que, lamentablemente, suceden. 


Asimismo, en la industria frigorífica existen algunos empresarios que todavía no han entendido de qué se 
trata el trabajo y las relaciones laborales, sobre todo, con sus trabajadores. 


Queríamos hacer mención especial a la actitud y el trabajo de la Inspección General de Trabajo y a la persona 
del doctor Roballo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La semana pasada en Porto Alegre se 
realizó una reunión de Ministros de Trabajo del Mercosur. Como todos saben uno de los temas que está 
en la agenda del Mercosur es la ley que refiere a la circulación de personas, fundamentalmente, la libre 
circulación de trabajadores. Además de acordar modificar la declaración socio laboral del Mercosur - 
creo es un paso importante para incorporar derechos de los trabajadores, la Carta data de 1998 por lo 
que se hace necesario su actualización en función de los cambios que se han dado en materia legal y 
demás, uno de los aspectos que resolvimos realizar con los Ministerios de Trabajo de Argentina y de 
Brasil es continuar con una política que ha sido exitosa: las inspecciones conjuntas de frontera. Esto da 
resultado, sobre todo en la frontera seca con Brasil, ya que al accionar en forma conjunta las dos 
inspecciones se elimina el problema de pasarse de un lado al otro. Creo que ello ha sido bueno. En este 
sentido hay experiencia en Artigas, que fueron positivas. 


Por otro lado, una de las cosas que fue acordada -el señor Subsecretario ha venido trabajando de hace tiempo 
al respecto- tiene que ver con coordinar la realización de ferias en las fronteras, una experiencia exitosa que 
tomamos del Gobierno de Río Grande del Sur, con el que firmamos un convenio con su Gobernador. De parte 
del Gobierno estadual hay un convencimiento -del lado uruguayo sucede algo similar- que existe cierta 
desconfianza del trabajador a acercarse a la oficina de trabajo para plantear un problema. Esto sucede sobre 
todo en las localidades pequeñas. Por parte del gobierno de Río Grande del Sur se ha implementado -se viene 
aplicando desde hace mucho tiempo con éxito- la realización de ferias en las zonas de frontera. Naturalmente 
que ellos las hacen en todo el Estado. 


La realización de ferias consiste en montar en la calle puestos informativos referentes a derechos en materia 
laboral, de seguridad social, etcétera. Con ello se comprueba que muchos ciudadanos se acercan con más 
facilidad que a una oficina de trabajo. Esta movida social -como se denomina en Brasil, hecha en forma 
conjunta, puede ser una experiencia exitosa. Vale la pena destacar la buena disposición que existe en ese 
sentido. 


Estamos pensando en hacer algo en el mes de abril, pero queremos coordinar todo con la Cancillería y porque 
la idea es que allí también se expidan documentos de identidad y otras posibilidades, por lo que se está 
evaluando dónde y cuándo. Probablemente sea en el mes de abril, reitero, en la frontera con Brasil. 


En cuanto a la empresa de limpieza Larrosa, tomamos nota. 


Por otra parte queremos referirnos a dos proyectos de ley que nos acercó el señor Diputado Groba. Uno tiene 
que ver con el reconocimiento de los beneficiarios de la Ley N” 18.033, que no fueron considerados a la hora 
de la elaboración de la norma. Estamos totalmente de acuerdo con el proyecto de ley presentado. No tenemos 
ningún conveniente. 


En cuanto a la otra iniciativa, se referirá el señor Subsecretario. 


SEÑOR COITIÑO.- Hace muy pocos días el Instituto Nacional de Derechos Humanos se expidió en 
general sobre los elementos que allí se establecen, por lo que creo que tienen la obligación de ser 
considerados. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Sin lugar a dudas. Estamos 
trabajando en ese sentido. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- En cuanto al proyecto de ley 
presentado por el señor Diputado Groba relativo a aquellas situaciones en las que existen primas o 
premios por asiduidad, permanencia, etcétera, y se suspenda a algunos trabajadores por ejercer 
actividad gremial, debemos decir que, en principio, estamos de acuerdo y compartimos su filosofía, que 
es nada más ni nada menos que la protección de la actividad sindical. Desde ese punto de vista nos 
parece una iniciativa bien interesante, que está bastante en línea con la Ley_N” 17.940, también 
relacionada con el tema. 


Sin embargo, creemos que podemos mejorar un poquito la redacción para darle un marco más específico y 
que la norma sea operativa. Por este motivo, habíamos pensado solicitar al Cuerpo que nos dé unos días -una 
semana, diez días- para hacerle llegar una redacción modificativa y ampliatoria, que lo haga más operativo y 
que sea -no quiero que se tome a mal lo que voy a decir- de más fácil comprensión. 


Básicamente, compartimos la filosofía del proyecto, que apunta a una correcta protección de la actividad 
sindical, expresamente de la libertad sindical en su conjunto. Quizás lo podemos reforzar un poco más. 
Insistimos en que compartimos el espíritu de la iniciativa, pero si el Cuerpo está de acuerdo, le pedimos una 
semana o algunos días más para hacerle llegar, por escrito, algunas pequeñas modificaciones. 


SEÑOR GROBA.- Cuando presentamos el proyecto en esta Comisión dijimos que era abierto y que, 
naturalmente, la intención era promover el tema a los efectos de que los distintos sectores, inclusive el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -que, además, conoce muy bien el tema Z, pudieran 
perfeccionarlo, vincularlo a su actividad diaria y modificarlo, porque conceptualmente creo que todos 
estamos de acuerdo. 


Tal como figura en la versión taquigráfica de la sesión en la que presentamos esta iniciativa, fue el señor 
Diputado Vidalín quien requirió la presencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a los efectos de 
analizar este tema, dando por sentado que conceptualmente estaba de acuerdo con el criterio. El señor 
Diputado Amado, del Partido Colorado, se refirió en el mismo sentido -también consta en la misma versión 
taquigráfica- y entendió que era un aporte bien interesante y que estaba dispuesto a acompañarlo. 


La idea que tenemos, en función de la coyuntura en la que armamos ese proyecto junto a los trabajadores - 
hubo una huelga importante de los metalúrgicos también-, es que esta Comisión considere y apruebe este 
proyecto rápidamente, a los efectos de enviarlo a la Cámara y que esta le pueda dar media sanción. 


Estoy de acuerdo con lo que plantea el señor Subsecretario; creo que el resto de la Comisión también. Si se 
puede modificar la redacción para que sea más comprensible y no haya dudas sobre el concepto del proyecto, 
estamos totalmente de acuerdo. 


El Presidente de la Comisión es muy activo y febril y, sin dudas, nos va a hacer trabajar en esta Comisión 
aunque seamos delegados de sector -aclaro que yo participo como titular en otra, ya que seguramente van a 
haber sesiones extraordinarias. A lo mejor poder dar una rápida formalización a este proyecto y enviarlo al 
plenario de la Cámara de Diputados, que también va a tener sesiones extraordinarias, con una febril 
intervención de todos los sectores y de su Presidente. 


Por lo tanto, sería bueno recoger la inquietud planteada, votar el proyecto en Comisión y elevarlo al plenario 
para que tenga media sanción este año. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Por otra parte, se planteó una 
situación puntual relativa al "free shop" del Puente General San Martín, pero, según el informe de la 
Dirección Nacional de Trabajo -que el Director Nacional nos remitió, creo que es algo de carácter 
general, ya que se han sucedido situaciones similares en varios "free shop" de distintas zonas del país: 
Chuy, Rivera, Fray Bentos, etcétera. En este caso, el Inspector General Roballo es quien va a brindar 
la información. 


SEÑOR ROBALLO.- Queremos dejar constancia de que tenemos expedientes con respecto a este "free 
shop". En la comparecencia pasada dimos cuenta de la existencia de uno que tenía que ver con 
descuentos que no corresponden por parte del empleador a los trabajadores y que se habían 


documentado. Hay intimaciones de la Inspección General del Trabajo y sanciones; estamos en ese 
proceso de acción fiscalizadora. También se presentó una denuncia por represión sindical, y en los 
últimos días un conjunto de trabajadores hizo una serie de planteos ante la Inspección General del 
Trabajo. Todos esos expedientes se están procesando desde el punto de vista de la fiscalización de la 
Inspección. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con respecto al sindicato de Sildan 
Trading S.A. empresa de seguridad- tenemos aquí un informe que remitió la Dirección Nacional de 
Trabajo. Allí, consta que el día 9 de noviembre el señor Raúl Ferrando, en nombre de Fuecys, 
comunicó a la Dinatra que los delegados sindicales del comité de base solicitaban dejar sin efecto una 
audiencia prevista, ya que estaban negociando en forma bipartita con la empresa un retiro incentivado 
del trabajador despedido. Luego de eso no se han solicitado nuevas instancias en la Dinatra. El 
procedimiento que realizó la Dirección Nacional está detallado en el informe; les vamos a dejar una 
copia para que la tengan en cuenta. Me acota el doctor Roballo que también hay varios expedientes en 
la Inspección General del Trabajo. 


En cuanto a la situación de los usuarios y trabajadores del Instituto Nacional del Cáncer, el Inspector General 
Roballo va a realizar un informe. 


SEÑOR ROBALLO.- A partir de las denuncias -que tienen que ver con formas de acoso y 
discriminación- y en virtud de la ley de acceso a la información, el Ministerio ha clasificado estos 
expedientes como reservados hasta la resolución final. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Olivera) 


De todos modos, me parece que podemos informar a la Comisión que, a partir de estas denuncias -que 
también se hicieron en la Inspección- existen expedientes en la Inspección General del Trabajo. De acuerdo 
con lo que me informan los asesores de la División Jurídica, ya se ha diligenciado toda la probanza propuesta 
por las partes, en algunos casos se está procediendo a dar las vistas finales y, en otros, se están 
confeccionando las resoluciones finales. Es decir que los expedientes han tenido actividad y el trámite está 
por finalizar. 


SEÑOR ABDALA.- Hemos seguido el tema del Instituto Nacional del Cáncer tanto en esta Comisión 
como en la de Salud Pública y Asistencia Social. Ha tenido complejidades importantes. Inclusive, 
hemos denunciado -lamento plantearlo en esos términos- que el Director del INCA se ha rehusado, tal 
como le consta a los miembros de la Comisión, a comparecer en este ámbito a pesar de haber sido 
convocado oportunamente en función de algunas denuncias que surgieron de parte de los usuarios. 
Obviamente, eso no es imputable al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; estamos hablando de 
reparticiones distintas. 


Concretamente, sobre las denuncias de persecución y de acoso me queda claro lo que acaba de informar el 
señor Inspector General en cuanto a que se han diligenciado y están en trámite. Hubo una muy sonada - 
porque tomó estado público y porque tiene características muy particulares- vinculada con una asistente 
social que trabaja o trabajaba en el INCA: la señora González, si mal no recuerdo. No sé si el doctor Roballo 
tiene identificado el caso en el cúmulo de trámites o de procedimientos relacionados al INCA, pero me 
gustaría saber en qué situación específica se encuentra. Si eventualmente no lo recuerda ahora, a lo mejor 
puede hacer llegar algún informe escrito al ámbito de la Comisión de Legislación del Trabajo. Al doctor 
Roballo le consta que en algún momento me comuniqué con él. La señora González vino a la Comisión a 
formular su denuncia. Esa situación particular está muy asociada a una suerte de crisis que se vivió en el 
INCA. Tanto es así que el Poder Ejecutivo decretó determinadas remociones y relevos. Entonces, me parece 
por demás importante saber cuál fue el destino de esa denuncia y de ese procedimiento. 


SEÑOR ROBALLO.- Según me informan, este es uno de los expedientes en los que se habría 
diligenciado toda la probanza y se está en condiciones de dictar resolución definitiva. Estaban 
trabajando en este tipo de expedientes; hay muchas declaraciones, documentación y demás que 
requiere un análisis de fondo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Tierno) 


Como ustedes saben, además de emitir un juicio sobre la actuación del empleador -sea el que sea-, la 
Inspección recomienda, de acuerdo a las características de los eventos, una cantidad de cuestiones que tienen 
que ver con capacitación y demás, para prevenir este tipo de situaciones. Entonces, los abogados trabajan 
mucho en esas resoluciones. 


Lo que podríamos hacer, si la Comisión está de acuerdo, es remitir una copia de resolución apenas sea 
emitida. 


(Apoyados) 


Como se trata de una resolución definitiva -de todos modos vamos a revisar la resolución del 
Ministerio-, suponemos que no va a haber ningún impedimento. El impedimento sobre transmitir 
información de este tipo de expedientes tiene que ver con la protección de quienes son parte de él, de acuerdo 
a la normativa vigente, pero una vez sustanciado y terminado el trámite se puede acceder tranquilamente. Sin 
perjuicio de esto, nos parece -ya lo hemos conversado en el Ministerio- que determinadas informaciones 
igual hay que brindarlas a la Comisión para que esté al tanto de los procesos que se van llevando adelante. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Hay una estimación del plazo, de cuánto tiempo más puede insumir este trámite, 
o eso es inestimable? 


SEÑOR ROBALLO.- En general, depende del cúmulo de expedientes que tenga cada abogado. Según 
me informaron -capaz que se aventuraron, antes de fin de año estarían prontas estas resoluciones. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con respecto a lo expresado en una 
versión taquigráfica sobre la situación de los trabajadores del citrus a partir de un planteo del señor 
Diputado Rombys, existen novedades que ustedes ya deben conocer, pero que por las dudas vamos a 
reiterar. Hemos acordado y aprobado en conjunto con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
un decreto especial para estos trabajadores y que creemos que va a marcar -por lo menos esa es 
nuestra aspiración- una inflexión en el seguro de desempleo. En acuerdo con los trabajadores, los 
empresarios, el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional, y los Ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Trabajo y Seguridad Social se estableció un régimen de seguro de desempleo 
que va a abarcar a todos los trabajadores del citrus, porque es muy flexible. Ustedes saben que hubo 
un evento climático muy duro en la zona, sobre todo de Salto y Paysandú, con una pérdida enorme en 
materia de fruta. Esto hacía absolutamente imposible que los trabajadores citrícolas pudieran juntar 
la cantidad de jornales necesarios para acceder al seguro de desempleo. Establecimos un acuerdo en el 
que las empresas se comprometen a brindar sus instalaciones y demás -maquinaria y, eventualmente, 
técnicos incluidos-, y el Inefop va a financiar la capacitación y otorgará a los trabajadores un 
complemento mientras se capaciten, que los acercará lo más posible al salario que cobrarían de estar 
trabajando. Obviamente, van a estar cubiertos por el seguro de paro. La idea es transformar este 
hecho climático desgraciado en una oportunidad y atender un reclamo histórico de mejora de la 
productividad y de la capacitación de los trabajadores en este sector. 


En principio, esto iba a comenzar hace un par de meses. Luego vimos que era imprescindible dejar pasar la 
zafra del arándano, que normalmente emplea a estos trabajadores y era necesario asegurarse de que hubiera 
mano de obra disponible para esta actividad. Esto fue lo que sucedió y la zafra ya está culminando sin ningún 
inconveniente, incluidas las empresas Forbel y Costa de Oro -o algo por el estilo, donde hubo problemas el 
año pasado. Este año hubo un convenio colectivo firmado por Osdor con esta empresa y que permitió trabajar 
con total normalidad. Ahora va a comenzar el proceso de formación y capacitación mientras los trabajadores 
permanezcan en el seguro de paro. 


Es un gran desafío para el Inefop, porque estamos hablando de entre tres y cuatro mil trabajadores, si 
permanecen en esta situación todos los que serían beneficiarios. El dato relevante es, además, que esto sería 
imposible sin un apoyo de las empresas, porque no hay forma de capacitar una cantidad tan grande de gente 
si no se pueden utilizar sus instalaciones. Este acuerdo, en el que también trabajó el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, es extremadamente positivo. Evaluaremos luego los resultados. 


Me acota el Inspector General del Trabajo que hubo fiscalización en el sector de los arándanos, que era uno 
de los reclamos que realizaban los trabajadores organizados de distintos sindicatos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Osdor, que nos visitó en más de una oportunidad, nos planteó que había 
posibilidad de que algunos de estos trabajadores que no iban a ser tenidos en cuenta por los 
empresarios y que tenían un ingreso por seguro de paro muy menor por los jornales que tenían, 
trabajaran en la obra que Ancap iba a desarrollar en Paysandú. Sé que el Inspector General del 
Trabajo y el Inspector Regional del litoral, el señor Caraballo, han estado trabajando en este tema. 
¿Pueden decirnos algo al respecto? 


SEÑOR ROMERO.- Todos sabemos que es muy complicada la situación, fundamentalmente de los 
dirigentes sindicales de Osdor. En el interior hay formas muy sutiles de marginar a la gente, máxime 
cuando han tenido los problemas de estos trabajadores. 


Luego de que se consiguió el convenio colectivo de Osdor para los arándanos, para terminar la zafra lo mejor 
posible logramos, junto con la gente de Ancap, la oficina de trabajo de Paysandú y el coordinador, el 
compañero Guillermo Caraballo, que los trabajadores -fundamentalmente, los dirigentes- que tenían 
problemas para su ubicación fueran anotados en las obras del Ente, tanto en Salto como en Paysandú, para ser 
tenidos en cuenta en un futuro. Con esto no queremos decir que van a ser marginados de otras situaciones, 
pero nos parece que hay que darles una oportunidad para permanecer en la zona, trabajando en otros lugares. 


SEÑOR COITIÑO.- El tema nos retrotrae a las tercerizaciones. Hace unos meses, la Comisión 
concurrió a Paysandú. El conflicto de Osdor se daba en relación con la empresa Forbel. Más allá de las 
valoraciones acerca de las características del conflicto, posteriormente la empresa terceriza una parte 
de un proceso y, a partir de ahí, el empresario que organiza esa tarea coloca en una lista negra a todos 
los trabajadores organizados en Osdor. Ese es el aspecto que recordamos cuando tomamos el tema de 
las tercerizaciones en la relación pública y privada. 


Obviamente, una empresa que se deshace del compromiso con los trabajadores y busca, por esa vía, no 
enfrentar a un sector organizado, con la tercerización no elude la responsabilidad en relación con el legítimo 
derecho de organización. No dejo de reconocer los esfuerzos que se vienen haciendo, pero, en alguna medida, 
necesitamos extender la información acerca de las responsabilidades que tiene, de acuerdo con la ley, quien 
terceriza. Forber no está ajeno porque terceriza para sacarse de encima la relación laboral con trabajadores 
organizados. La empresa tercerizada no toma a los trabajadores organizados, porque la empresa determina las 
condiciones y quién va o no allí. 


Es un problema que no tiene resolución inmediata, pero tenemos la impresión de que a la empresa hay que 
recordarle que debe ajustarse, como empleadora a través de la tercerización, a las responsabilidades que 
tiene. Por eso nos parece importante seguir trabajando en el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quiero hacer referencia a este hecho, 
porque también fui a Paysandú y con el Director Nacional Romero citamos a nuestro despacho a los 
responsables de la empresa, al menos a los que aparecen acá, porque tengo entendido que es una 
multinacional muy importante. 


De este hecho, además, se desprendió una situación que tuvimos que manejar con el Intendente de Paysandú, 
a raíz de una denuncia realizada en la Junta Departamental con respecto a que, precisamente, a través de estas 
empresas tercerizadas, se estaba seleccionando el personal y no utilizando los criterios que tiene el Centro 
Público de Empleo para proveer de trabajadores. El señor Intendente de Paysandú, en un gesto que vale la 
pena destacar, resolvió separar de su cargo al funcionario en tanto se realiza la investigación judicial por la 
denuncia realizada desde la Junta Departamental. En el CEPE la transparencia es un elemento fundamental; 
si está en duda la transparencia respecto del orden y los criterios, el organismo pierde absoluta credibilidad y 
no sirve para nada. 


Esto lo conversamos en más de una oportunidad con el Intendente de Paysandú, quien coincidió con nosotros 
en transitar por este proceso. Como hicimos un seguimiento muy cercano, porque uno de nuestros 
coordinadores regionales está en el departamento de Paysandú, logramos que las empresas tercerizadas 


contrataran trabajadores del sindicato, aunque no a todos. Luego, se nos plantearon argumentos que no 
tenemos posibilidades de constatar, relacionados con la productividad de determinados trabajadores y demás. 
Nos consta que en cada oportunidad, ya sea en la contratación directa o indirecta a través de empresas 
tercerizadas, el Ministerio hizo saber a la empresa que no iba a admitir que se tomara ninguna actitud 
discriminatoria respecto de los trabajadores. Nosotros constatamos que trabajaban afiliados a Osdor, más allá 
de que algunos de sus principales dirigentes no lo hicieran. Esta es la situación que planteaba el Director 
Nacional Romero. 


Inclusive, la empresa planteó su disposición a trabajar en otros temas vinculados a la mejora de la gestión y el 
relacionamiento con los trabajadores. Para nosotros y, particularmente, para la Dirección Nacional de 
Trabajo, fue una tarea bastante ardua, porque, francamente, nos costó muchísimo lograr algún nivel de 
acuerdo en posiciones que estaban muy distantes. De todos modos, creemos que se logró que no se 
consumara una práctica de discriminación. Es más: la empresa nos decía que tenía mucho interés en 
mantener algunos trabajadores afiliados al sindicato porque eran muy buenos. Aparte quedó un grupo 
pequeño, que es el que el Director Nacional de Trabajo mencionaba que habían sido considerados para la 
futura construcción de la planta de etanol de Ancap en Paysandú. 


SEÑOR GROBA.- El señor Presidente hizo mención a una preocupación que tenía toda la Comisión y, 
precisamente, hubo una actuación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social muy ejecutiva, a pesar 
de las dificultades. 


No recuerdo cuántos trabajadores había en mi despacho, cuando llamamos al Director Nacional Romero. 
¿Por qué? Cualquiera de los que estamos acá hubiera hecho lo mismo ante un recibo de cobro de seguro de 
paro de $ 2.000, $ 2.500 o $ 2.600. Todos los que estamos acá tenemos piel y eso nos genera una reacción 
especial. Yo no sé si estuvo bien o mal llamar en ese momento; creo que estuvo bien, porque a los integrantes 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social les pasa lo mismo que a nosotros. 


En ese momento, conversamos de una eventual posibilidad que se iba a manejar en una reunión en la tarde. 
Nosotros no lo dimos como un hecho ante los trabajadores, pero les dijimos que, eventualmente, podría haber 
una solución de ese tipo y sus caras se modificaron, aunque no resolvían el problema inmediatamente, para 
ayer, como necesitaban. Los trabajadores pedían una forma de salir de las listas negras de donde vivían, 
porque no les daban trabajo absolutamente en ningún lado. Les transmitimos, con las precauciones del caso, 
que se estaba estudiando tal posibilidad y les preguntamos qué les parecía. Les pareció bien y nos 
preguntaron si lo podían trasladar a los demás trabajadores. Les dijimos que comunicaran que había una 
reunión. 


Las novedades planteadas confirman, al menos, una hoja de ruta para estos trabajadores y eso nos parece 
muy positivo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Con respecto a los extrabajadores de 
la estiba, estamos convocados por la Comisión de Seguridad Social y nos parece que es un tema más 
propio de esa Comisión que de esta. Por tanto, si no hay inconveniente, preferiríamos tratarlo en ese 
ámbito. 


SEÑOR ABDALA.- La reivindicación de estos compatriotas es más bien de tipo reparatorio. Ellos 
reclaman la indemnización que oportunamente benefició a los integrantes de las bolsas de trabajo de la 
estiba. Por una omisión legislativa, los suplentes de ANSE, los del Registro 5000 -así se los conoce, 
quedaron por fuera. 


Tal vez este tema sea más para la Comisión de Seguridad Social, pero quiero trasmitir al señor Ministro -creo 
que surge de la versión taquigráfica- que el temperamento de esta Comisión es llegar a definir -no está en 
nuestro ánimo ni correspondería presionar al Ministerio- por sí o por no, porque realmente el peregrinaje de 
estos compatriotas por nuestros despachos ha sido permanente. El señor Diputado Pozzi ha trabajado con 
mucha intensidad este asunto -nosotros también nos ocupado- y creo que a esta altura de las circunstancias ya 
se vuelve injusta esta situación, en virtud de su propio peregrinaje y de sus expectativas. 


Recordará el señor Ministro que en la Ley de Presupuestos se previó crear una Comisión, que no sabemos 
muy bien qué actuación tuvo. Esta misma Comisión se encargó del asunto en el Período pasado y recabó 
información del Banco de Previsión Social, de donde surgiría la cantidad de ciudadanos que se encuentran en 
esta situación, en función de la cantidad de jornales en el ejercicio de esas suplencias en las tareas de la 
estiba. 


Por supuesto, no tengo elementos para hacer una estimación económica -nunca llegamos a esa conclusión, 
pero sí tengo la convicción de que no estamos frente a una solución que demande una inversión exorbitante, 
porque no son muchos casos. Históricamente se habló de unos doscientos que, sin duda, ahora serán mucho 
menos, porque pasaron los años y lamentablemente, por la ley de la vida, muchos se fueron quedando por el 
camino. 


En esta Comisión o en la de Seguridad Social queremos pedir -porque fue el sentimiento unánime de los 
miembros de esta Comisión- al Ministerio que trabajemos juntos, si fuera necesario, en una definición para 
dar respuesta a estos ciudadanos, respecto de los cuales, por supuesto, todos los partidos estamos 
comprometidos de la misma manera. En efecto, este problema se arrastra desde 1992. Han pasado distintos 
Gobiernos y Legislaturas y el tema sigue pendiente. De todas formas, no hay nada más lejos de 
connotaciones políticas que este tema. 


Me parece que sería de estricta justicia poner punto final a este asunto, en el sentido que sea: si el Poder 
Ejecutivo llega a la conclusión de que no se pueden contemplar estos casos, que lo diga y asumámoslo. Se 
cursaron dos minutas de comunicaciones, aprobadas en la Cámara por unanimidad. La expectativa ha sido 
tan grande y el tiempo transcurrido tan importante, que a esta altura no da para más. Lo digo con toda 
claridad, pero también con toda franqueza. 


SEÑOR ROMERO.- Quiero informar sobre la situación de la empresa Transportes Diego, de la ciudad 
de Dolores. 


La Dirección Nacional de Trabajo tiene un informe que pone a disposición de la Comisión. 


A nuestra Dirección le preocupa este tema, porque las denuncias del Sindicato Único del Transporte sobre 
esta empresa son permanentes. Hablamos de una empresa que entra dentro de los acuerdos alcanzados entre 
los trabajadores y los empresarios. Inclusive, la situación que se vive con esta empresa en la ciudad de 
Dolores preocupó a la Cámara del Transportes. 


Como hacemos algunas veces frente a hechos de esta índole, nos comprometimos con los trabajadores a 
visitar la ciudad de Dolores para reunirnos con la empresa y también con los trabajadores e, inclusive, hablar 
con el Intendente por los efectos negativos de la permanente violación o el incumplimiento de los acuerdos 
colectivos en el interior del país. El objetivo es cambiar esta situación, que es delicada, para que no termine 
en la Justicia. Nos preocupa que estos temas se judicialicen, porque llegada esa instancia nada tendrían que 
ver las relaciones laborales o los convenios colectivos, y cuando la Justicia toma una decisión, los 
trabajadores y las empresas deben acatar, complicando aun más las relaciones laborales. 


Con respecto a la situación de Sildan Trading S.A., queremos acotar que, más allá de la resolución de los 
trabajadores, de una posible negociación con un despido, en la versión taquigráfica que nos envía la 
Comisión y por lo que ha sido la negociación, seguiremos trabajando por nuestra cuenta para prevenir las 
situaciones que se dan en la empresa, porque hay una serie de cuestiones que no tienen que ver con el 
despido de un trabajador sino con la seguridad y las condiciones de trabajo. 


La obligación de la Dirección Nacional de Trabajo es seguir atentamente estos temas para luego no 
encontrarse con problemas mucho más graves. 


En el mismo sentido, tenemos el caso de los "free shops". Es decir, más allá de estos despidos o de la 
renuncia de alguien a sus derechos, la Dirección siempre decide seguir trabajando, porque hay un conjunto 
más importante de trabajadores que se encuentran en esta situación y hay que prevenir su agravamiento. 


SEÑOR COITIÑO.- Quiero informar al Ministerio, antes de que termine la reunión, que es posible 
que mañana o antes de fin de año la Cámara apruebe una minuta de aspiración con respecto a algo 


muy solicitado por el movimiento sindical, que es la ratificación del Convenio N” 176 de la OIT, sobre 
seguridad y salud en las minas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Al respecto quiero informar 
que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ya ha comenzado con el proceso de ratificación de este 
convenio, que se regula por el Convenio N” 144, que requiere reuniones previas tripartitas, en la que 
participan trabajadores y empleadores. 


Quiero recordar que cuando se sancionó este convenio internacional, dentro del plazo para asumirlo, el 
Gobierno se expidió negativamente. En esta oportunidad, ya se realizó la primera reunión. La posición del 
Gobierno es favorable a la ratificación y mantuvimos la primera reunión técnica. En principio, los dos 
sectores profesionales no se han expedido. Creo que la semana próxima el grupo técnico se reúne por 
segunda vez, y es muy factible que se envíe un proyecto para ratificar este convenio. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO DE SEGURIDAD SOCIAL.- Simplemente quiero agregar que en 
la reunión con el Consejo de Administración -que, como se sabe, tiene un nuevo Director General, en 
los planes que el Ministerio tiene para este año, precisamente, planteamos nuestra voluntad de ratificar 
este convenio. El señor Diputado Puig ya nos había planteado la necesidad de aprobar esta iniciativa, 
con la que concordamos. 


En esa visita surgió la necesidad de trabajar en una cooperación técnica entre la OIT y el Gobierno, 
precisamente para acompañar el proceso de ratificación del convenio internacional. Entonces, compartimos 
plenamente esta iniciativa, y nos parece bueno que estemos avanzando en este sentido. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No es nuestra intención abusar del tiempo del señor Ministro ni del de sus 
colaboradores. 


Quiero plantear un tema que no estaba agendado, pero creo que sería bueno saber si hubo algún contacto de 
Afusodre con el Ministerio, ya que mañana la Comisión recibirá a las autoridades del Sodre por una serie de 
denuncias que el sindicato hizo días atrás, que preocupa a todos. 


Concretamente, el sindicato denuncia persecución laboral, ya que el Director del Ballet Nacional del Sodre, 
señor Julio Bocca, no permite que sus bailarines se agremien. 


La otra denuncia tiene que ver con unas 1.600 horas extra que tienen algunos funcionarios, que no pueden 
canjear por licencia ni cobrar. 


Hace unos días nos trasmitieron que el 20 tendrían contacto con el Ministerio. En ese sentido, queremos 
saber si el Ministerio ha recibido a Afusodre para contar con algún elemento más para aportar a las 
autoridades del Sodre. 


SEÑOR COITIÑO.- Quiero informar al Ministerio que acaba de ingresar el proyecto vinculado con 
Fosec y ya mañana intentaremos que la Comisión lo considere para elevarlo al plenario. 


SEÑOR GROBA.- Quiero dejar una constancia vinculada con lo que dijo el señor Diputado Abdala 
respecto a los ex trabajadores de la estiba. 


No es cuestión de que el Poder Ejecutivo diga sí o no. El señor Diputado Pozzi, quien habla y esta Comisión 
tratarán de convencer al Poder Ejecutivo para que diga que sí. 


Asimismo, deseo recordar que la ley fue aprobada en 1992, y dejó afuera de los registros a estos trabajadores. 
En aquel momento se convocó al Sindicato Autónomo de Estibadores del Uruguay, Saedu, que era la que nos 
representaba, para saber a quiénes les correspondía estos beneficios, que finalmente se acordaron. Saedu se 
expidió y dijo que los beneficios correspondían a los trabajadores de los Registros A, B y C y dejó afuera al 
Registro 5.000. Por lo tanto, si bien no se puede decir que hubo intencionalidad del Poder Ejecutivo de la 
época, en 1992, sí hubo una grave omisión al dejar a estos trabajadores afuera del beneficio. 


Entonces, creemos que es de total justicia recomponer este error de hace veinte años y, ante el planteamiento 
y, E 
queremos convencer al Poder Ejecutivo de la necesidad de reparar aquel "error" -entre comillas- de 1992. 


SEÑOR ROMERO.- Como ustedes saben, en la Dinatra se trabaja con el sector privado y con el 
público. Esta reunión debe haber sido en el sector de público. De modo que nos reuniremos con los 
compañeros que trabajan en ese sector para informar con certeza de la situación. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- ¿Cuándo concurrirán a la Comisión 
los trabajadores del Sodre? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ellos ya asistieron. Mañana vendrá el señor Subsecretario de Educación y 
Cultura y la Dirección del Sodre. De todos modos, les entregaremos esa versión taquigráfica. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Perfecto. En todo caso, si existiera 
algún elemento que consideráramos valioso comentar, nos comunicaremos con el señor Presidente para 
que tomen conocimiento todos los miembros de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y 
de su equipo. Ha sido una reunión extensa pero muy fructífera e importante, en la que se respondieron 
las interrogantes acerca de todos los temas planteados. 


También agradecemos la presencia del señor Diputado Groba, que no es integrante de la Comisión sino 
delegado de sector, por sus intervenciones que han sido muy buenas. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


